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Resumen y Abstract V 
 
 
Resumen 
 
La reparación a las víctimas del conflicto armado interno colombiano es una inexorable 
obligación del Estado, titular del deber internacional de garantía, protección y respeto de 
los derechos humanos. El Estado ha optado por los mecanismos de Justicia Transicional 
para hacer frente a un contexto de graves y masivas violaciones a las normas 
internacionales de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario. La obligación de reparar, en el contexto transicional hacia la paz y la 
democracia, parte de tres premisas fundamentales: (i) el ideal de la reparación integral 
debe analizarse teniendo en cuenta que, por su naturaleza, las violaciones cometidas en 
el marco de un conflicto armado interno de largo aliento, son en estricto sentido 
irreparables; (ii) las reparaciones enmarcadas en un contexto de transición hacia la paz 
no se reducen al carácter indemnizatorio; potencian los componentes de restitución, 
satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición, y (iii) La flexibilidad del derecho a 
la reparación en favor de la realización de otros derechos y valores supremos como la 
paz y la convivencia, es permitida en situaciones excepcionales: el copioso número de 
víctimas afectadas, el carácter sistemático o masivo de las violaciones y la capacidad 
real del Estado para enfrentar las consecuencias del post-conflicto. 
 
Palabras clave: Reparación, conflicto armado interno, derechos humanos, Justicia 
Transicional, paz. 
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Reparación excepcional en el marco de la Justicia Transicional 
 
Abstract 
The reparation for victims of the Colombian internal armed conflict is an inescapable 
State obligation as entitled of the international duty of guarantying, protecting and 
respecting human rights. The State has chosen transitional justice mechanisms to deal 
with a context of massive and severe international human rights law violations and 
International Humanitarian Law infringement. The reparation duty, within a transitional 
context towards peace and democracy, pulls out from three essential premises: (i) 
Human rights violations within an internal armed conflict are in strict sense, irreparable. 
(ii) Reparations are not reduced to the economic compensation but in addition strengthen 
restitution, satisfaction, rehabilitation and no repetition guarantees; (iii) The right to 
reparation‟s flexibility in favor of the conquest of other supreme rights and values as 
peace and coexistence, is allowed in exceptional cases: numerous affected victims, the 
systemic or massive nature of violations, and the real state capacity to confront post-
conflict consequences.   
 
Key words: Reparations, intern armed conflict, human rights, transitional justice, peace. 
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 Introducción 
El ambiente socio-político y jurídico de la última década ha sido propicio para la 
germinación de los mecanismos de atención y reparación masiva a las víctimas del 
conflicto armado en Colombia1. El Estado colombiano ha considerado que tales 
mecanismos son absolutamente indispensables para lograr la reconciliación nacional y la 
paz duradera y estable en el mediano plazo y, paulatinamente, ha situado a las víctimas 
en el eje de las políticas públicas de paz. Sin embargo, enfrentar el tema de la reparación 
de daños en un contexto excepcionalmente masivo de violencia2 implica una serie de 
complejidades nunca antes asumidas en la dialéctica nacional jurídico-política3.  
                                               
 
1
 En el año 1997, dos instrumentos jurídicos son el punto de partida de una serie de medidas 
adoptadas por el Estado colombiano para enfrentar las masivas consecuencias de la violencia 
armada sistemática y generalizada: (i) por una parte, la Ley 418 de 1997 “Por la cual se 
consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se 
dictan otras disposiciones”, prorrogada, modificada y adicionada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010, que contiene diversos mecanismos que propenden por la 
convivencia pacífica y la reconciliación, facilitando la desmovilización de los grupos armados 
organizado al margen de la ley, así como medidas de asistencia y atención a favor de las víctimas 
de la violencia. (ii) por otra parte, la Ley 387 de 1997 “Por la cual se adoptan medidas para la 
prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”, 
estableció el marco jurídico aplicable a la población desplazada por la violencia, particularmente 
en torno a la prevención del desplazamiento, a la ayuda humanitaria de emergencia y a las 
medidas de retorno, entre otras. Con posterioridad a estos dos instrumentos jurídicos, se 
dinamizan las políticas tendientes a la satisfacción de los derechos de las víctimas. Para citar 
algunos mecanismos que hacen parte del ordenamiento jurídico a favor de las víctimas, están la 
Ley 975 de 2005 –Ley de Justicia y Paz; el Decreto 1290 de 2008, que crea el Programa de 
Indemnización Administrativa a las víctimas de grupos armados ilegales; la recién expedida Ley 
1448 de 2011 –Ley de Víctimas, entre otros instrumentos jurídicos. 
 
2
 Según datos estadísticos de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional –Acción Social-, aproximadamente el 10% de la sociedad colombiana ha padecido 
directamente los rigores de la guerra interna colombiana (en su mayoría, víctimas de 
desplazamiento forzado). (Subdirección de Atención a Víctimas, 2010).  
 
3
 Frente a esta afirmación, se considera que no puede desconocerse que el proceso de paz 
enmarcado en mecanismos de Justicia Transicional que ha iniciado hace algunos años el Estado 
colombiano, tiene esenciales aspectos políticos, instrumentalizados en la norma jurídica. De 
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La sociedad y el Estado se preguntan y debaten en torno a qué tipo de justicia se debe 
aplicar sin perder de vista el fundamento, y a la vez horizonte constitucional, del Estado 
Social de Derecho4. La sociedad cuestiona al Estado sobre la suficiencia de las medidas 
excepcionales de justicia y de reparación que se vienen implementando, muy al margen 
de la tradición jurídica del derecho del daño, al paso que el Estado lidia con la escasez 
fiscal para resarcir a las víctimas de un conflicto armado de largo aliento. 
 
Ante tal panorama, emerge la ineludible cuestión de si debe repararse a todas y cada 
una de las víctimas del conflicto armado interno, cuantificando los daños materiales e 
inmateriales sufridos, a la manera como lo haría la jurisprudencia contencioso-
administrativa en contextos ordinarios de generación de daño eventualmente atribuible al 
Estado por acción o por omisión. 
 
La respuesta en este caso depende de una valoración de carácter sociológico que llena 
de contenido el marco jurídico. Si bien, en estricto sentido se trata de una problemática 
de daño enmarcada en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, civil y del 
Estado, no puede desconocerse el necesario ensamblaje que el derecho, como 
instrumento, debe tener con la realidad social. De manera que, habiendo optado el 
Estado por un proceso de Justicia Transicional5, que implica una serie de mecanismos 
jurídicos y no jurídicos para afrontar las consecuencias de un pasado de graves 
violaciones a los Derechos Humanos, el restablecimiento o reparación de perjuicios a las 
víctimas supone el acceso a la verdad, la re-dignificación, la integración a la vida social y 
productiva, las solicitudes de perdón y otras medidas de reparación que trascienden la 
noción ordinaria del derecho del daño.  
 
La reparación en el contexto del conflicto armado interno, cobra una suerte de matiz sui 
generis en razón de la masividad de los daños y de la imposibilidad práctica de 
                                                                                                                                              
 
manera que lo que se inició como un proyecto político tiene su plataforma actual en el ámbito 
jurídico. Es una clara muestra de que el derecho limita el poder público, lo depura. 
4
 En qué medida habrán de implementarse la justicia retributiva, la justicia distributiva y justicia 
restauradora, es el dilema ético y jurídico de la sociedad colombiana en la actualidad. 
5
 Sobre el concepto y enfoque de Justicia Transicional se hará particular énfasis en el desarrollo 
del presente documento. 
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indemnizar a cada una de las víctimas con un enfoque de cuantificación de daño 
emergente y lucro cesante6. La realidad jurídica del último lustro en Colombia parece 
indicar cierta tendencia a la aceptación de medidas excepcionales de reparación a las 
cientos de miles de víctimas del conflicto armado, potenciando la característica de 
“social” del Estado de derecho. 
 
El concepto de sostenibilidad fiscal enmarcado en la justicia transicional, es el punto de 
apoyo de la reparación excepcional, dirigida más que a la retribución, a la restauración de 
la víctima. El límite del deber de reparar debe abordarse necesariamente, ligado con 
otros aspectos tales como la característica de “social” del Estado de derecho en 
Colombia; la reparación integral como principio; el principio de igualdad, y los 
mecanismos excepcionales de justicia transicional. Valorados en su justa proporción 
estos aspectos y procurando encontrar acertadamente su relación de pesos y 
contrapesos, serán el fundamento de la hipótesis de la sostenibilidad fiscal como límite al 
derecho de reparación de las víctimas del conflicto armado interno. 
 
El ideal de justicia en un contexto tan complejo como el colombiano, enmarcado en un 
conflicto armado interno de más de medio siglo, trasciende las limitadas barreras del 
derecho de daños, que propende por la mera indemnización, hacia una justicia 
restauradora, en la que la finalidad esencial ha de ser la transformación del entorno vital 
de las víctimas, lo cual implica su inclusión integral en la vida social y política a través de 
medidas integrales del Estado y de la sociedad misma, que cierren las brechas de 
marginalidad, desprotección y pobreza.  
 
                                               
 
6
 De manera análoga, en el ámbito de la justicia penal, existe tensión en torno a la manera cómo 
debe aplicarse la persecución penal a los perpetradores de violaciones a los Derechos Humanos. 
Para ciertos sectores de la doctrina y de la sociedad civil, el sistema penal debe asumir la carga 
del conflicto y dar cuenta de la investigación y sanción de todos y cada uno de los miles de 
responsables. Para otros sectores de la doctrina y aún de la jurisprudencia penal y constitucional, 
es imposible juzgar a todos y cada uno de tales perpetradores, por lo cual es admisible una 
selección de personas a investigar y juzgar (los más responsables y por los delitos más graves), 
en tanto que frente a los menos responsables (miembros rasos de los grupos ilegales) deberán 
idearse otras medidas. Cfr. FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Directiva 001 del 4 de octubre 
de 2012 “por medio de la cual se adoptan unos criterios de priorización de situaciones y casos, y 
se crea un nuevo sistema de investigación penal y de gestión de aquéllos en la Fiscalía General 
de la Nación”. Cfr. SEILS Paul, Propuesta de criterios de selección y priorización para la ley de 
Justicia y Paz en Colombia, ICTJ, Bogotá D.C., marzo de 2012. 
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Las políticas públicas del Estado colombiano en materia de reparación a víctimas, y su 
relación con la sostenibilidad fiscal, están íntimamente ligadas y, en aras de conseguir la 
paz duradera y estable, es necesario ponderar principios y derechos que, en todo caso, 
no desconozcan la esencia de lo “social” del Estado de Derecho colombiano. Empero, se 
advierte que la excepcionalidad de tales políticas está justificada, precisamente, por 
concebirse en un proceso en el que la sociedad y el Estado se esfuerzan por hallar 
mecanismos eficaces de tránsito hacia la paz.  
 
Se pretende, entonces, indagar si en el ámbito de la política de Justicia Transicional, es 
legítimo hacer excepción a la reparación en contextos ordinarios según el derecho de la 
responsabilidad y del daño, para aplicar medidas alternativas y equitativas de reparación 
directa a favor de las víctimas del conflicto armado interno. 
  
 
1. Descripción del problema 
Como postulado sustancial general, puede afirmarse, en virtud de la tradición jurídica 
nacional (particularmente en las especialidades civil, penal y contencioso-administrativa), 
que la responsabilidad no puede medirse por la cantidad de bienes que el responsable 
tiene para pagar su obligación, sino que el único límite a la responsabilidad radica en los 
perjuicios causados. Por regla general y en términos jurídicos tradicionales, limitar la 
responsabilidad de un sujeto a la posibilidad real que éste tiene para pagar la reparación, 
resultaría una absoluta iniquidad, pues cualquier violación de derechos que se realice 
implica el cargo de indemnizar la totalidad de los daños causados por acción o por 
omisión, sin que tal indemnización pueda resultar menguada bajo el pretexto de la 
imposibilidad económica o las pocas posibilidades económicas del sujeto responsable.  
 
Ahora bien, ante la excepcionalidad que implica abordar las innumerables consecuencias 
del conflicto armado interno de largo aliento en Colombia, se han implementado 
situaciones jurídicas igualmente excepcionales. En cuando a la reparación a las víctimas, 
el Estado colombiano ha optado por la reparación no judicial7 en un término proyectado 
de diez años, contados a partir de junio de 2011. Lo primero que se resalta frente a dicha 
medida excepcional de reparación, es que pretende hacerse sin que medie sentencia 
judicial. El segundo aspecto que se resalta es que, en los eventos en que las víctimas no 
quisieren aceptar la reparación no judicial y prefirieren acudir a la justicia contencioso 
administrativa, esta jurisdicción estaría por lo menos informada de los criterios de 
sostenibilidad fiscal al momento de dictar sus fallos, teniendo en cuenta además, la 
igualdad frente a las víctimas que por hechos similares reciben reparaciones de carácter 
administrativo. 
 
                                               
 
7
 En los términos de la Ley 1448 de 2011, la reparación integral a las víctimas implica medidas de 
restitución, de rehabilitación, de indemnización, de satisfacción, así como garantías de no 
repetición. 
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El hito jurídico alrededor del cual gravita la problemática que se plantea, en torno al deber 
de reparar a las víctimas del conflicto armado interno, es si resultan aceptables las 
medidas de Justicia Transicional para reparar integralmente y de manera excepcional a 
las víctimas.  
 
La reparación administrativa a las víctimas del conflicto armado está desarrollada en los 
mecanismos contenidos en la Ley 1448 de 2011, más conocida como Ley de Víctimas. 
Esta ley se rige, entre otros, por los principios de atención progresiva y gradual del goce 
efectivo de los Derechos Humanos y de sostenibilidad fiscal, que se concretan en un 
Plan Nacional de Financiación mediante un documento CONPES8 con la pretensión de 
garantizar la viabilidad y el efectivo cumplimiento de las medidas de ayuda humanitaria, 
atención, asistencia y reparación a las víctimas. 
 
Es también bajo esa lógica, particularizada en el marco de la justicia transicional9 que el 
artículo 9° de la citada ley (“carácter de las medidas transicionales”) plantea que las 
autoridades judiciales y administrativas competentes “deberán ajustar sus actuaciones al 
objetivo primordial de conseguir la reconciliación y la paz duradera y estable” y que “para 
estos efectos se deberá tener en cuenta la sostenibilidad fiscal, la magnitud de las 
consecuencias de las violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley, y la 
naturaleza de las mismas”. 
 
Va más allá aún el texto de dicha disposición legal, al referirse particularmente a las 
acciones de reparación directa que con toda seguridad tendrá que enfrentar el Estado 
respecto de las víctimas que desechen la opción de reparación administrativa directa y 
opten por dichas acciones judiciales ordinarias. Dice la norma que en estos casos, el juez 
administrativo al momento de tasar el monto de la reparación “deberá tener en cuenta el 
monto de la reparación que en favor de las víctimas se haya adoptado por el Estado, en 
aras de que sea contemplado el carácter transicional de las medidas que sean 
implementadas en virtud de la presente ley”. De manera que este es un tímido pero claro 
                                               
 
8
 CONPES 3726 de 2012. Lineamientos, plan de ejecución de metas, presupuesto y mecanismo 
de seguimiento para el plan nacional de atención y reparación integral a víctimas. 
9
 Sobre el concepto de Justicia Transicional se hace amplia referencia en el marco teórico del 
presente documento, por cuanto es determinante para enmarcar la problemática que se plantea. 
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mensaje a la jurisdicción de lo contencioso-administrativo en el sentido que sus fallos no 
sean emitidos en el marco de la justicia convencional, sino en el marco excepcional de 
justicia transicional y atendiendo los baremos de indemnizaciones administrativas y de 
otras medidas que fije el Estado para las demás víctimas, lo cual supone una suerte de 
tarifa legal de las reparaciones otorgadas a las víctimas en el marco del conflicto armado 
interno. 
 
Y ¿cuál puede ser la finalidad de ese mensaje a la jurisdicción? Precisamente, evitar el 
gravísimo impacto fiscal que pueden generar las condenas contra el Estado por los 
cientos o miles de hechos victimizantes en el marco del conflicto armado interno por los 
que se le halle responsable en virtud de cualquiera de los títulos de imputación. 
 
Otro aspecto jurídico relevante está dado por el Acto Legislativo No. 03 de 2011, “por el 
cual se establece el principio de la sostenibilidad fiscal”, expedido el primero de julio de 
2011. Este acto modificatorio de los artículos 334, 339 y 346 de la Constitución Política, 
dispone que el Estado intervendrá en la economía con el fin de conseguir en todo el 
territorio, en un marco de sostenibilidad fiscal y de manera progresiva, los fines del 
Estado Social de Derecho, particularmente, el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y 
la preservación de un ambiente sano. Además, involucra a las ramas y órganos del poder 
público, quienes deberán orientar sus decisiones por la sostenibilidad fiscal en el marco 
de la colaboración armónica, de manera que los gastos planeados u ordenados no 
pongan en riesgo las obligaciones del sector y los objetivos del Estado Social de 
Derecho. Se detiene especialmente en la actividad jurisdiccional de las altas cortes: crea 
el incidente de impacto fiscal, cuyo trámite será obligatorio, y podrá ser propuesto por la 
Procuraduría General de la Nación o cualquier ministro del Gobierno, cuando un tribunal 
profiera una sentencia que afecte las finanzas públicas. Cuando se presenten estos 
eventos, los ponentes deberán explicar las consecuencias del fallo y el plan concreto 
para su cumplimiento y se decidirá si es procedente modular, modificar o diferir los 
efectos de la decisión, con el fin de evitar alteraciones serias en la sostenibilidad fiscal. 
Debe resaltarse, sin embargo, que el acto legislativo establece que no se podrá invocar 
la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su 
alcance o negar su protección efectiva. 
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Como una problemática estructuralmente abordada, el concepto de sostenibilidad fiscal, 
como criterio elevado a rango constitucional, pretende ser el estandarte ético para 
alcanzar los fines del Estado Social de Derecho, en el entendido que resulta aceptable 
limitar el deber de reparar so pretexto de salvaguardar la estabilidad económica y la 
realización de los derechos colectivos fijados en el presupuesto. La finalidad del 
Gobierno Nacional, al proponer al Congreso el acto legislativo, que se convirtió en 
realidad jurídica el 1° de julio de 2011, es la de contribuir a proteger a todas las personas 
los derechos constitucionales y a darles continuidad bajo las diferentes condiciones que 
enfrente la economía para atender sus deberes sociales. Según el Gobierno, del criterio 
instituido en la Constitución Política “se deriva el deber de todas las ramas y órganos del 
poder público para que sus decisiones sean acordes con la sostenibilidad fiscal para 
realizar los propósitos del Estado Social de Derecho”10. En efecto, según la 
argumentación del Gobierno, la sostenibilidad fiscal y la estabilidad macroeconómica son 
supuestos necesarios para el reconocimiento y ejercicio de los derechos en el marco del 
Estado Social de Derecho. En otras palabras, los derechos sociales de los colombianos 
no serían realizables sin la búsqueda deliberada de la sensatez fiscal al momento de 
tomar decisiones las autoridades de todos los órganos del Estado en todos los niveles, 
inclusive las autoridades jurisdiccionales al momento de fallar contra la Nación.  
 
Sin embargo, para algunos sectores de la opinión jurídica, del acto legislativo en comento 
subyace una lógica perversa que pretende desconocer el Estado Social de Derecho el 
cual dice realizar; pues nada más atentatorio contra el principio de la responsabilidad y 
del deber de reparar que generalizar el criterio de la sostenibilidad fiscal como 
presupuesto de la reparación en todos los casos de responsabilidad contra el Estado, 
desconociendo los derechos de las víctimas a recibir una reparación congruente con el 
daño que le fue ocasionado11.  
 
                                               
 
10
 Exposición de Motivos al Proyecto de Acto Legislativo No. 016/10 Cámara, 019/10 Senado, 
originariamente denominado “Por el cual se establece el derecho a la sostenibilidad fiscal para 
alcanzar los fines del Estado Social de Derecho”, título modificado por “por el cual se establece el 
criterio de la sostenibilidad fiscal” y, extrañamente, publicado como “por el cual se establece el 
principio de la sostenibilidad fiscal”. 
11
 Cfr. ZAMBRANO CORAL, Rolando. El criterio de sostenibilidad fiscal en Colombia más allá de 
los cálculos y el discurso de los economistas, Universidad del Rosario, Bogotá, 2011, p. 4. 
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Si dentro de la lógica de justicia transicional se ponderan valores, principios y derechos 
constitucionales, como por ejemplo el derecho a la paz de la sociedad frente al derecho a 
la reparación de las víctimas, parece aceptable la aplicación excepcional de la 
sostenibilidad fiscal como límite de las reparaciones. Pero dicho criterio, aplicado a la 
generalidad de los casos de condenas contra el Estado por cualquier evento dañoso, 
resultaría a todas luces reprochable: sería tanto como dar una patente de corso al Estado 
para que cause daño, pudiendo en todos los eventos liberarse del deber de reparar so 
pretexto del principio de sostenibilidad fiscal. 
 
Expuesto así el hito jurídico en relación con el deber de reparar a las víctimas del 
conflicto armado interno, a la luz del Estado Social de Derecho y de la política 
excepcional de Justicia Transicional, se evidencia una política pensada y estructurada 
desde el Gobierno Nacional y materializada en las normas jurídicas que propenden por la 
reparación sui gueneris, donde la intervención jurisdiccional sea la excepción.  
 
Cabe entonces preguntarse si es aceptable en derecho una estrategia político-jurídica 
enmarcada en mecanismos de Justicia Transicional, para reparar a las víctimas del 
conflicto armado interno muy por debajo de los estándares del derecho de 
responsabilidad y daño en términos indemnizatorios, y procurando la integralidad en los 
otros aspectos de la reparación, tales como la restitución, la rehabilitación, la satisfacción 
y las garantías de no repetición. 
 
1.1  Elementos 
Como viene de expresarse, los elementos objetivos que enmarcan el problema que se 
formulará son las normas jurídicas que crean una lógica excepcional que afectan el 
derecho a la reparación a las víctimas del conflicto armado interno: la implementación de 
una política de justicia transicional para efectos de la reparación a las víctimas del 
conflicto armado interno, y, particularmente, la Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras. 
 
1.2  Formulación 
De lo antedicho se pretende abordar el problema objeto de investigación recabando los 
conceptos jurídicos, sin perjuicio de sus implicaciones políticas y sociológicas, en torno a 
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la siguiente pregunta: ¿Dentro del Estado Social de Derecho, en desarrollo de la política 
de Justicia Transicional, puede existir límite a la indemnización de los daños originados a 
las víctimas del conflicto armado interno, so pretexto del carácter de masividad de las 
violaciones a los Derechos Humanos y de la implementación de otros componentes de la 
reparación diferentes al indemnizatorio? Las conclusiones propuestas pretenden siquiera 
dar cuenta de la extraordinaria dimensión de la problemática jurídica planteada. 
 
1.3 Justificación 
En los últimos años, el Estado colombiano ha decidido encaminarse radicalmente por un 
modelo de Justicia Transicional con el fin de idear e implementar mecanismos 
excepcionales que atiendan de manera suficiente los derechos de la sociedad de justicia, 
verdad y reparación, para superar las consecuencias de violaciones masivas y 
sistemáticas a los derechos humanos y de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario. La consecución de estos ideales implica un titánico esfuerzo de ajuste de 
los mecanismos excepcionales y transicionales sin desconocer el marco constitucional y 
el bloque de constitucionalidad en las sensibles materias que se regulan.  
 
La importancia de esta situación es evidente en el sentido arriba planteado. La 
reparación de los daños de las víctimas del conflicto armado interno, en el marco de la 
política de Justicia Transicional, implica un cúmulo de conceptos jurídicos que 
aparentemente riñen con los “dogmas” del derecho constitucional y de la legislación y la 
jurisprudencia de todas las especialidades del derecho y, particularmente, del derecho de 
lo contencioso-administrativo. Lo novedoso del presente documento de investigación 
radica, justamente, en el desafiante abordaje de tan compleja ruptura del tráfico ordinario 
de los conceptos de justicia, reparación y Estado Social de Derecho, entre otros. 
 
La presente es una investigación que adolece de precariedad doctrinal debido al corto 
tiempo de existencia que tienen los institutos jurídicos que se abordan como objeto de 
estudio. Sin embargo, ante la novedad misma de las situaciones que acá se investigan, 
las reacciones preliminares de los expertos juristas y de las demás ciencias sociales, no 
dan espera y tales reacciones, no obstante la precocidad de las opiniones, resultan 
vitales para indagar sobre las materias que se abordan. 
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1.4   Objetivos  
1.4.1 Objetivo general 
Investigar el grado de viabilidad jurídica de la reparación de los daños sufridos por las 
víctimas del conflicto armado interno, directamente desde el Gobierno Nacional, al 
margen de la jurisdicción, en un contexto excepcional de Justicia Transicional. 
 
1.4.2 Objetivos específicos 
a. Elaborar una descripción del conflicto armado interno, actores intervinientes y 
dinámicas de la violencia en Colombia. 
b. Exponer el modelo de Justicia Transicional que ha abordado el Estado  colombiano 
como política pública para enfrentar las consecuencias del conflicto armado interno. 
c. Exponer la posición de los organismos internacionales vinculantes al Estado 
colombiano, en torno al derecho de reparación integral de las víctimas, que 
trasciende el carácter indemnizatorio de la reparación. 
d. Indagar la jurisprudencia constitucional relevante en torno al derecho de reparación 
integral de las víctimas de delitos relacionados con el conflicto armado interno. 
Examinar si la política de Justicia Transicional adoptada por el Estado colombiano se 
compadece 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. Marco teórico 
2.1 Justicia transicional 
Se entiende por Justicia Transicional los diferentes procesos y mecanismos judiciales o 
extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad por garantizar que los 
responsables de las violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de los 
Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, rindan cuentas 
de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparación integral a 
las víctimas, se lleven a cabo las reformas institucionales necesarias para la no repetición 
de los hechos y la desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin último 
de lograr la reconciliación nacional y la paz duradera y sostenible12.  
 
2.2  Conflicto armado 
En el marco Derecho Internacional Humanitario existen diferentes acepciones del 
concepto de conflicto armado interno. En primer lugar, conflictos armados 
internacionales, que se presentan cuando se recurre a la fuerza armada entre dos o más 
Estados; y conflictos armados no internacionales, que ocurren entre fuerzas 
gubernamentales y grupos armados no gubernamentales, o entre esos grupos 
                                               
 
12
 Ley 1448 de 2011, artículo 8°. Véase también: CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS 
NACIONES UNIDAS. Informe del Secretario General sobre el Estado de derecho y la Justicia 
Transicional en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos. (S/2004/616), 3 de agosto de 
2004 y (s/2011/634), 12 de octubre de 2011. En estos informes se entiende que el concepto de 
Justicia Transicional “(…) abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los 
intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran 
escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación.”  
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únicamente. Los conflictos armados no internacionales son enfrentamientos dentro de un 
territorio estatal entre el Gobierno y grupos armados. 
 
En síntesis, podemos afirmar que se entiende por conflicto armado interno el 
enfrentamiento armado prolongado que ocurre entre fuerzas armadas gubernamentales y 
las fuerzas de uno o más grupos armados, o entre estos grupos, que surgen en el 
territorio de un Estado. El enfrentamiento armado debe alcanzar un nivel mínimo de 
intensidad y las partes que participan en el conflicto deben poseer una organización 
mínima.13 
2.3  Paz y seguridad humana 
Es el mayor de los objetivos estratégicos de la Justicia Transicional. En un primer 
momento se ligaba el surgimiento del concepto de paz al concepto de guerra, pues 
ambos aparecen casi que de manera simultánea. El concepto de paz se desarrolló como 
la ausencia de guerra o situación de no-conflicto14. Este concepto, denominado también 
paz negativa, era entendido como “la ausencia de guerra o de manifestaciones de 
violencia directa, en cuanto al daño a la integridad física de las personas, y externa, en 
cuanto que la causa era un ejército exterior”15.  
 
Con posterioridad, surge el concepto de paz positiva. La paz positiva “(…) era el 
resultado de una construcción consciente de una paz basada en la justicia, generadora 
de valores positivos y perdurables, capaz de integrar política y socialmente […], y de 
contemplar la satisfacción de las necesidades humanas”16.  
                                               
 
13
 Cfr. COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA, “Cuál es la definición de „conflicto armado‟ 
según el derecho internacional humanitario”, Documento de opinión, marzo de 2008, en 
http://www.icrc.org/spa/assets/files/other/opinion-paper-armed-conflict-es.pdf consultado el 
20/02/2013. 
 
14
 MUÑOZ, Francisco A., “La paz imperfecta ante un universo de conflicto”, en: “La paz 
imperfecta”, Universidad de Granada, Granada, 2001, pp. 21-66. 
15
 Ibídem.  
16
 Ibídem.  
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En contextos en los cuales se pretenda hacer uso de mecanismos de Justicia 
Transicional, se hace necesario la adopción de un concepto de paz que recoja tanto su 
lado negativo, la ausencia de conflicto, como su lado positivo, que implica la prevalencia 
de la justicia social y la construcción de Estado. 
 
Así, debe entenderse la paz como la efectiva armonía social proveniente del pleno 
cumplimiento de los mandatos contenidos en las normas de Derechos Humanos17. Se deben 
considerar “todas estas experiencias y estancias en la que los conflictos se han regulado 
pacíficamente, es decir en las que los individuos y/o grupos humanos han optado por facilitar 
la satisfacción de las necesidades de los otros, sin que ninguna causa ajena a sus 
voluntades lo haya impedido”18. 
2.4  Derecho a la reparación  
Las víctimas tienen derecho a una reparación integral, justa, adecuada y transformadora 
de conformidad con los derechos vulnerados, las características del hecho victimizante y 
su situación de vulnerabilidad actual. La integralidad de la reparación deviene de la 
adopción de acciones que propenden a la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y las garantías de no repetición, tanto en el plano individual como colectivo19. 
2.5  Reconciliación 
El concepto de reconciliación ha sido ampliamente discutido. Una definición que recoge 
los elementos básicos y que se ajusta a contextos de transición de conflicto a la paz, o 
situaciones de postconflicto es la siguiente:  
                                               
 
17
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-370 de 2006. Magistrados Ponentes Manuel José 
Cepeda espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, 
Álvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernández, párr. 4.1.3. 
18
 MUÑOZ, Francisco A. Op. cit. 14, pp. 21-66.  
19
 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, Resolución No. 60/147, “Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, 16 de diciembre de 2005, Principio 18. 
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[e]s la condición bajo la cual todos los ciudadanos pueden confiar los unos 
en los otros de nuevo (o por primera vez) como ciudadanos. Lo cual 
significa que están comprometidos de manera suficiente con las normas y 
valores que motivan a las instituciones que los gobiernan; que están 
convencidos de manera suficiente de que quienes controlan esas 
instituciones aceptan también las mismas normas y valores; y que están 
seguros, también de manera suficiente, del compromiso de sus 
conciudadanos a aceptar y respetar esas normas y valores básicos.20  
En este sentido: 
La reconciliación es el proceso de construcción o reconstrucción de vínculos, 
es la reorientación de relaciones antagónicas a relaciones de cooperación, es 
la generación de confianza entre conciudadanos y hacia las instituciones 
políticas. Para ello, se requiere una reflexión acerca del pasado que los 
dividió; un cambio en las actitudes proyectadas hacia la comprensión, 
tolerancia y respeto por el otro; y una motivación para construir un futuro 
compartido, en pos de configurar una comunidad política.21  
2.6  Desarrollo 
En un sentido básico, el desarrollo se refiere al proceso por medio del cual las 
circunstancias particulares de un individuo, una comunidad, un país, cambian para 
mejorar. En un sentido más restringido, desarrollo se puede referir al proceso de 
crecimiento económico y a la distribución de bienes materiales. 
Sin embargo, en un contexto particular de posconflicto, o en los procesos de transición 
de una situación de conflicto a una situación de paz, con todas las implicaciones que esto 
                                               
 
20
 DE GREIFF, Pablo. “Una concepción normativa de la Justicia Transicional”, en RANGEL, 
Alfredo “¿Cuál es el precio que debemos pagar?”, intermedio, Bogotá, 2009, p. 44. 
21
 FUNDACIÓN SOCIAL. “El qué: el significado de la reconciliación”. En: “Guía sobre 
Reconciliación: Claves para la Construcción de un Horizonte en Colombia”, Fundación Social, 
Bogotá D.C., 2006, p. B12. 
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tiene, se hace necesaria una definición de desarrollo entendido desde un enfoque de 
derechos humanos22. 
 
Así las cosas, podemos entender el desarrollo como todos aquellos procesos cuyo 
principal objetivo es mejorar las condiciones socioeconómicas de la población23. Es 
fundamental aclarar que no sólo se trata de un crecimiento económico, sino de la 
necesidad de establecer las condiciones para que cada individuo desarrolle al máximo 
sus capacidades y potencialidades24.  
2.7 Servicios sociales del estado  
Actividades de carácter permanente y habitual, desarrolladas por el Estado o bajo su 
coordinación o supervisión, destinadas a satisfacer necesidades de carácter general de 
la población, en particular aquellas relacionadas con los derechos a los que la 
Constitución les atribuye un carácter social, o cuya prestación origina gasto público 
social25. 
2.8  Sostenibilidad fiscal 
Dentro de un proceso de revisión de constitucionalidad del Proyecto de Acto Legislativo 
que se convirtiera luego en el Acto Legislativo número 03 de 2011, el Magistrado 
Humberto Sierra Porto, en Aclaración de Voto, expresó lo siguiente: 
                                               
 
22
 Cfr. LENZEN, Marcus. “Road less traveled? Conceptual pathways (and stumblig blocks) for 
development and transitional justice”, en: DE GREIFF, Pablo y DUTHIE, Roger (Edit.), 
“Transitional justice and development. Making connections”. Social Science Research Council, 
Nueva York, 2009, p. 82. 
23
 Ibídem. 
24
 Cfr. ROHT-ARRIAZA, Naomi and ORLOVSKY, Katharine, A., “Complementary relationship: 
reparations and development”, en: DE GREIFF, Pablo y DUTHIE, Roger (Edit.), “Transitional 
justice and development. Making connections”, Social Science Research Council, Nueva York, 
2009, p. 173. Ver también: UNDP Human Development Report 2010.  
25
 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1199 de 2008, Magistrado Ponente Nilson Pinilla 
Pinilla. 
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El término „sostenibilidad fiscal‟ (fiscal sustainability), según el Banco 
Interamericano de Desarrollo, es empleado, con frecuencia, de manera 
poco clara. Estableciendo una analogía con la economía doméstica, las 
políticas públicas son consideradas como fiscalmente sostenibles si 
conllevan a una situación en la cual el país puede satisfacerlas dentro de 
sus restricciones presupuestales. En tal sentido, debe diferenciarse del 
concepto de “solvencia”. 
Así, un grupo de políticas públicas es insostenible si conduce a la 
insolvencia, es decir, a una situación en la cual futuras líneas de gasto e 
ingresos no se satisfacen debido a las restricciones presupuestales 
intertemporales. 
En el mismo sentido, la Subgerencia de Estudios Económicos del Banco 
de la República, en un estudio titulado “Sostenibilidad fiscal en Colombia: 
una mirada hacia el mediano plazo”, afirma lo siguiente: 
“En los medios especializados se suele decir que la posición fiscal 
de un país es sostenible si el gobierno reconoce y cumple la 
Restricción Presupuestaria Inter-temporal (RPI). La RPI es un 
principio de naturaleza contable que describe los factores que 
inciden en la evolución de la deuda pública. Esa postura también 
permite hacer pronósticos sobre la trayectoria futura de la deuda y 
derivar conclusiones básicas de política consistentes con una 
postura fiscal determinada. Un amplio número de estudios sobre 
sostenibilidad fiscal, aplicados tanto para los países de la OECD 
como para países de ingreso medio y bajo, han hecho uso de este 
principio contable. Sin embargo, en los últimos años han surgido 
otros enfoques que permiten abordar el tema. Entre otros, cabe 
mencionar (i) el enfoque de la hoja de balance, según la cual la 
sostenibilidad o solvencia de un gobierno se valora como si fuera 
una empresa, de manera que un cambio positivo del patrimonio 
neto público es indicador de solvencia fiscal; (ii) el enfoque valor de 
riesgo (value at risk) que provee la máxima tasa de interés que 
permite hacer sostenible la deuda; y (iii) otros enfoques que usan 
técnicas estadísticas novedosas para trazar trayectorias de deuda 
asociadas a determinadas distribuciones de probabilidad, a partir 
de simulaciones estocásticas (fan chart approach).” 26.  
 
 
 
                                               
 
26
 Esta definición fue textualmente extraída del texto de Aclaración de Voto del Magistrado 
Humberto Sierra Porto a la Sentencia C-132/12, mediante la cual la Corte Constitucional se inhibió 
para proferir un fallo de fondo por inepta demanda. 
  
 
3. Instrumentos jurídicos en materia de 
justicia transicional y reparación a víctimas 
3.1 Ley 975 de 2005: “Ley de Justicia y Paz” 
La implementación y el desarrollo de la Ley 975 de 2005 (Ley de Justicia y Paz) “por la 
cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de 
la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”, ha 
enfrentado al Estado colombiano al gran reto de la búsqueda de mecanismos suficientes 
para satisfacer los derechos de las víctimas de la violencia sistemática y generalizada, 
producto de los grupos armados organizados al margen de la ley, en medio de un 
procedimiento sin precedentes en la historia, reconociendo sin embargo que por lo 
novedoso, también es imperfecto. 
 
Esta Ley fue promovida como respuesta a la necesidad de diseñar un marco jurídico 
preciso para promover la desmovilización mediante el establecimiento de un 
procedimiento penal especial, con miras a la satisfacción por la vía judicial de los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Fue concebida, por ende, 
como una norma de alternatividad penal, más que como un instrumento de Justicia 
Transicional. El reconocimiento del instrumento normativo como parte de la justicia de 
transición, provino jurisprudencialmente después de su aprobación. 
 
El Acto Legislativo 03 de 2002 cambió radicalmente la concepción de la justicia penal, ahora 
orientada a la protección de las víctimas. El valor justicia se entiende en su acepción más 
amplia y supone la garantía de los derechos de las víctimas y los afectados por el delito, el 
restablecimiento del derecho y la reparación integral. Esta nueva concepción constitucional, 
que permitió el desarrollo legal del sistema penal acusatorio en Colombia, es también 
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afirmada y robustecida en los mecanismos de transición adoptados para superar la tragedia 
humana causada por largas décadas de violencia. 
 
Son víctimas en el marco de la ley penal excepcional de Justicia y Paz quienes individual 
o colectivamente hayan sufrido daños directos como lesiones transitorias o permanentes 
que ocasionen discapacidad física, psíquica o sensorial, sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de delitos 
ejecutados por grupos armados organizados al margen de la ley. Además, se extiende 
esa calidad al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado 
de consanguinidad o primero civil de la víctima directa, cuando a ésta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida. Y, en términos textuales de la Corte Constitucional27 
resulta ser una “norma más garantista que las previstas en el ordenamiento 
internacional”, pues reconoce también a los miembros de la fuerza pública su carácter de 
víctima, advirtiendo, sin embargo, que tal reconocimiento complementa, para efectos de 
la reparación, los riesgos no cubiertos en el régimen especial de seguridad social. 
 
El gran aporte de esta concepción, que durante estos siete años de vigencia de la Ley 
975 de 2005 el Estado y la sociedad han venido asimilando e incorporando en la 
conciencia colectiva, es la visibilización de las víctimas.  
 
El derecho a la justicia fue el principal enfoque de la Ley de Justicia y Paz. En efecto, fue 
diseñada con el fin de que con el procedimiento instituido la sanción al beneficiado sea 
objeto de un tratamiento jurídico penal menos riguroso que el existente en la legislación 
ordinaria (a condición del cumplimiento de unos requisitos determinados en relación con 
las víctimas y por la colaboración con la administración de justicia), asegurando en todo 
caso la imposición de una pena. Así, el procesado se haría acreedor a un beneficio que 
podría reducirle la privación de la libertad por un tiempo considerable, sin que ésta 
desaparezca, sobre la base del cumplimiento de unos compromisos determinados. 
 
                                               
 
27
 Al respecto, la Sentencia C-575 de 2006 de la Corte Constitucional, Magistrado Ponente Álvaro 
Tafur Galvis, aborda el análisis de constitucionalidad de varias disposiciones de la Ley 975 de 
2005. 
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En cuanto al derecho a la verdad, el artículo 7 lo define como “el derecho inalienable, pleno y 
efectivo de conocer la verdad sobre los delitos cometidos por grupos armados organizados al 
margen de la ley, y sobre el paradero de las víctimas de secuestro y desaparición forzada”. 
Adicionalmente, dicho artículo hace referencia a la verdad dentro del marco de 
investigaciones y procesos judiciales, así como de otros mecanismos no judiciales de 
reconstrucción de la verdad. 
 
Finalmente, el componente de reparaciones en el proceso penal de Justicia y Paz, que 
comprende medidas tanto en el plano material como inmaterial28, individual y colectivo, 
se encuentra consagrado en los artículos 8, 42 y siguientes de la Ley 975 de 2005. De 
este proceso, es importante resaltar que el deber general de reparar recae, en primer 
lugar, en los perpetradores, a saber, en los miembros del grupo armado que resulten 
beneficiados por la Ley.  
 
En caso de que no se logre la individualización del responsable, dicho deber recae en el 
grupo armado al margen de la ley respecto del que se haya comprobado la existencia de 
un nexo causal con el daño ocasionado, y será cubierto con cargo a los recursos del 
Fondo de Reparación. Sólo subsidiariamente está el Estado llamado a reparar29.  
 
Debe resaltarse que mediante la Ley 975 de 2005 se creó el Fondo para la Reparación 
de las Víctimas30, hoy en día a cargo de la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas.  
 
Adicionalmente, Ley 975 de 2005 creó la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación (CNRR), entidad temporal de carácter mixto, que entre otras funciones 
                                               
 
28
 “Artículo 44. Actos de reparación. La reparación de las víctimas de la que trata la presente ley 
comporta los deberes de restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción”. 
29
 Ley 975 de 2005. Artículo 42. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-370 de 2006, 
Magistrados Ponentes Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar 
Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández, Párr. 
6.2.4.1.12. y 6.2.4.1.13. 
30
 Ley 975 de 2005, artículo 54, adicionado mediante el artículo 177 de la Ley 1448 de 2011. 
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tuvo la labor de adelantar acciones nacionales de reconciliación, buscando impedir la 
reaparición de nuevos hechos de violencia que perturbasen la paz nacional, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 numeral 8 de la citada Ley. 
 
También, realizó valiosos aportes en el campo de los derechos a la verdad y a la 
reparación, tanto en el campo individual como colectivo mediante la formulación del 
Programa Institucional de Reparación Colectiva (PIRC) y los estudios y publicaciones del 
Grupo de Memoria Histórica.  
 
Ahora bien, en el 2006, la Corte Constitucional tuvo la oportunidad de pronunciarse 
extensamente respecto a la Ley 975 de 2005. La sentencia C-370 de 2006 es el hito 
jurisprudencial por excelencia de la Ley de Justicia y Paz. Allí la Corte Constitucional 
evaluó y moduló los componentes esenciales del proceso judicial especial de dicha ley y 
fijó el derrotero constitucional para la aplicación de la misma.  
 
Se deben resaltar aspectos de especial relevancia definidos por la Corte tales como: (i) la 
declaración según la cual la Ley 975 de 2005 no es una ley de concesión de amnistía o 
indulto general; (ii) la colaboración con la justicia por parte de los desmovilizados debe 
estar encaminada a lograr el goce efectivo de los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia, la reparación y la no repetición; (iii) se considera víctima cualquier familiar de las 
víctimas directas que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier 
conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados al margen 
de la ley; (iv) la reparación es una obligación con cargo al desmovilizado condenado con 
los bienes ilícitos adquiridos que fueran entregados así como con los bienes lícitos 
sometidos a medida cautelar; (v) la verdad confesada por los desmovilizados procesados 
debe ser “completa y veraz”, y (vi) todos y cada uno de los miembros del grupo armado 
organizado al margen de la ley, responden con su propio patrimonio para indemnizar a 
cada una de las víctimas de los actos violatorios de la ley penal por los que fueren 
condenados, y también responderán solidariamente por los daños ocasionados a las 
víctimas por otros miembros del grupo armado al cual pertenecieron. 
 
Finalmente, se debe hacer hincapié en que la Corte Constitucional estableció que el 
derecho a la verdad “(…) constituye un medio de reparación y, por tanto, una expectativa 
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que el Estado debe satisfacer a los familiares de la víctima y a la sociedad como un 
todo”31. 
 
Así, la Corte reconoce que el derecho a la verdad toma especial relevancia en casos 
como el colombiano, “(…) en los que se han padecido masivas y sistemáticas violaciones 
a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario durante años”32. En 
estos casos, se constituyen procesos transicionales, en los que la transformación del 
régimen social y político implica hacer frente a las graves violaciones de Derechos 
Humanos y de derecho internacional humanitario perpetradas durante el conflicto o en un 
régimen previo.  
 
Como se observa, la Ley 975 de 2005 no fue considerada como un instrumento propio de 
la Justicia Transicional sino hasta que fue evaluada su constitucionalidad por parte de la 
Corte Constitucional. En cualquier caso, se debe resaltar que esta norma ha sido 
reglamentada en cerca de 20 oportunidades por el Gobierno Nacional. 
 
Finalmente, se debe mencionar que tres años después de sancionada la Ley de Justicia 
y Paz, y ante la creciente demanda de reparación por parte de las víctimas, se expidió el 
Decreto 1290 de 2008 que tuvo por objeto crear un “Programa de Reparación Individual 
por vía administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados Organizados al Margen 
de la Ley”33, cuya implementación estuvo a cargo de la Agencia Presidencial para la 
Acción Social y la Cooperación Internacional. Este Decreto fue derogado expresamente 
por el Decreto 4800 de 2011. 
 
                                               
 
31
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-370 de 2006, Sentencia C-370 de 2006, Magistrados 
Ponentes Manuel José Cepeda espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernández, párr. 4.5.11. 
32
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-249 de 2003, Magistrado Ponente Eduardo 
Montealegre Lynett.   
33
 Decreto 1290 de 2008. Artículo 1°. 
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3.2  Ley 1448 de 2011: “Ley de víctimas y restitución de 
tierras” 
En septiembre de 2010 el Gobierno Nacional radicó un proyecto de ley para garantizar la 
adopción de medidas de asistencia, atención y reparación integral para las víctimas. Esta 
iniciativa, fue estructurada teniendo en cuenta los estándares internacionales que rigen la 
materia, con adaptaciones que responden a las particularidades del caso colombiano. 
Sancionada el 10 de junio de 2011, la Ley 1448 de 2011 se estructura sobre la base de 
los estándares y principios internacionales. Por ello, incluye importantes principios que 
permean toda la ley y guiarán su aplicación, tales como:  
 
3.2.1 Igualdad y enfoque diferencial  
La definición de “víctimas” contenida en la Ley  no discrimina dependiendo de quién es el 
victimario. Adicionalmente, se consagra de manera expresa el “Principio de Enfoque 
Diferencial” que propende a la adopción de una serie de medidas encaminadas a 
enfrentar la situación de vulnerabilidad acentuada de algunas víctimas en razón de su 
edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad, como mujeres, jóvenes, 
niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, líderes sociales, 
miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos Humanos y  víctimas 
de desplazamiento forzado. La Ley ofrece especiales garantías y medidas de protección, 
asistencia y reparación a dichos grupos expuestos a mayor riesgo de violaciones de sus 
derechos fundamentales, que contribuyan a la eliminación de los esquemas de 
discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes; y 
para el caso de los grupos étnicos ordena, en el artículo 205, la formulación, previamente 
consultada, de decretos con fuerza de ley que contengan la política para víctimas 
pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras y Rom o gitanos. 
 
3.2.2 Buena fe:  
Siguiendo las observaciones incorporadas en el documento titulado “Lineamientos 
principales para una política integral de reparaciones”, aprobado por la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos el 19 de febrero de 200834, en relación con el 
estándar de prueba que debería aplicarse al implementar una política pública de 
reparaciones, la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras consagra expresamente el 
principio de la buena fe, encaminado a liberar a las víctimas de la carga de probar su 
condición. En esta medida, se dará especial peso a la declaración de la víctima y bastará 
a la víctima probar de manera sumaria el daño sufrido ante la autoridad administrativa, 
para que ésta proceda a relevarla de la carga de la prueba.  
 
3.2.3 Reconocimiento del régimen de transición  
Se incorpora una definición del concepto de Justicia Transicional,  entendida como  “los 
diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos 
de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas en el 
artículo 3º de la presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a 
la justicia, la verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas 
institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación de las 
estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación nacional y la paz 
duradera y sostenible.” 
 
3.2.4 Progresividad, gradualidad y sostenibilidad 
Las medidas adoptadas a favor de las víctimas deben ser sostenibles fiscalmente y 
aplicadas gradual y progresivamente.  Con ello se garantiza que los esfuerzos estatales 
van a ser financiables en el mediano y largo plazo, y que serán implementados en todo el 
país en un lapso determinado, respetando el principio de igualdad. Cada año, de 
conformidad con la información suministrada para el efecto, al momento de la 
formulación del Presupuesto General de la Nación, se asignarán los recursos necesarios 
a las entidades encargadas de la ejecución e implementación de los programas y 
proyectos contenidos en la Ley y su reglamento, observando un marco de sostenibilidad 
fiscal para las finanzas de la Nación. 
 
                                               
 
34
 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe OEA/Ser/L/V/II.131, 
“Lineamientos principales para una política integral de reparaciones”, 19 de febrero de 2008. 
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Ahora, debe resaltarse que la Ley 1448 delimita el universo de víctimas que accederán a 
las medidas allí comprendidas. Así, establece que para los efectos de la Ley, serán 
víctimas “aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por 
hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado”. 
 
Esta definición guarda relación con la definición de víctimas contenida en los “Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”35.  
Tal definición adoptada en la ley no discrimina entre víctimas de agentes del Estado 
frente a las demás víctimas. La discusión de quiénes se consideran víctimas para los 
efectos de la ley, no debe abordarse desde la calidad del victimario, sino desde la 
perspectiva de quién ha sufrido un daño, apartándose así de la normativa en 
reparaciones que se venía aplicando hasta el momento que excluía expresamente a las 
víctimas de agentes del Estado (Decreto 1290 de 2008). 
 
Adicionalmente, se reconocen como víctimas al cónyuge, compañero o compañera 
permanente, pareja del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, 
primero civil de la víctima directa, cuando a ésta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida. Se establece también que a falta de éstas personas, serán víctimas los 
que se encuentren en segundo grado de consanguinidad ascendente.  
 
De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un 
menoscabo en sus derechos fundamentales al intervenir para asistir a la víctima en 
peligro o para prevenir la victimización. 
 
Uno de los puntos críticos de la ley, asociados justamente con el límite de la 
sostenibilidad fiscal36, es el de la temporalidad de los hechos victimizantes cobijados. En 
                                               
 
35
 Aprobados mediante la Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas A/RES/60/147, 
el 16 de diciembre de 2005. 
36
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-250/12. Magistrado Ponente Humberto Antonio 
Sierra Porto: “Es decir, implicaría el sacrificio de bienes constitucionalmente relevantes cual es en 
primer lugar la efectividad de los derechos de las víctimas que se pretende reparar, pues no se 
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efecto, la Ley 1448 cobija hechos ocurridos en el marco del conflicto armado interno y 
con posterioridad al 1º de enero de 1985. La restitución cobijará despojos posteriores al 
1º de enero de 1991. De esta forma, sólo para efectos de la reparación económica y la 
restitución de tierras, se estableció una fecha de corte. 
 
En todo caso, las víctimas de hechos anteriores a 1985, accederán a la reparación 
simbólica37 y a las garantías de no repetición. 
Toda vez que la Ley forma parte de la política de Justicia Transicional, se incorporan 
ciertos límites al concepto de víctima relacionados con la pertenencia a grupos armados 
organizados al margen de la ley. En consecuencia, los victimarios no serán víctimas. Los 
niños, niñas y adolescentes víctimas del delito de reclutamiento ilícito, tendrán un 
tratamiento especial. 
 
Sin embargo, se establece que el o la cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
los parientes de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley serán 
considerados como víctimas por el daño sufrido en sus derechos, pero no como víctimas 
indirectas por el daño  sufrido por los miembros de dichos grupos. 
Una vez delimitado el universo de víctimas con derecho a acceso a las medidas, la ley 
consagra las medidas de ayuda humanitaria, asistencia y atención. 
 
La incorporación de ayuda humanitaria en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras 
responde a que, si bien la implementación de mecanismos de transición busca impedir 
que el universo de víctimas siga creciendo, comoquiera que persiste la situación de 
conflicto, al ocurrir nuevos hechos victimizantes, las personas que los sufren tienen 
                                                                                                                                              
 
puede desconocer las limitaciones de los recursos estatales que pueden ser invertidos para tal 
propósito”. 
37
 Para una aproximación al concepto de “reparación simbólica”, ver “La reparación simbólica o el 
derecho a la dignidad”, en 
http://www.centromemoria.gov.co/archivos/reparacion_simbolica_derdignidad.pdf, consultado el 
20/02/2013: “Ésa es, precisamente, la razón de ser de la reparación simbólica. Se trata de un tipo 
de reparación que incluye disculpas oficiales, la construcción de museos o parques o calles en 
memoria de las víctimas o ponerle nombre a espacios públicos dedicados a su memoria o fijar un 
día para conmemorar hechos violentos para que nunca vuelvan a repetirse”. En el mismo sentido: 
Ley 1448 de 2011, artículo 141: “Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a 
favor de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la 
memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los 
hechos, la solicitud de perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas”. 
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derecho a recibir una ayuda con el objeto de atender sus necesidades inmediatas y así 
sobrellevar tales circunstancias. 
 
Ahora bien, la ley también incorpora un capítulo de asistencia y atención, en el que se 
enmarcan las “medidas, programas y recursos de orden político, económico, social, 
fiscal, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia efectiva de los 
derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y garantizar 
su incorporación a la vida social, económica y política” (Artículo 49), así como el conjunto 
de acciones tendientes a “dar información, orientación y acompañamiento jurídico y 
psicosocial a la víctima, con miras a facilitar el acceso y cualificar el ejercicio de los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación” (Artículo 49).  
 
De esta forma, se establecen especiales herramientas para apoyar a las víctimas con los 
gastos funerarios. Así mismo, la asistencia incluye medidas especiales en materia de 
educación y salud para las víctimas de las que trata la ley. Las medidas en materia de 
salud incluyen la adopción de mecanismos para contribuir a que las víctimas del conflicto 
puedan superar su estado de vulnerabilidad, haciendo referencia expresa a que la 
admisión y atención de las víctimas por parte de las Instituciones Prestadoras de Salud, 
es de carácter obligatorio e inmediato.  
 
Por otra parte, la ley prevé la adopción por parte de las autoridades educativas de las 
medidas necesarias para asegurar a las víctimas el acceso a la educación y la exención 
de todo tipo de costos en los establecimientos educativos oficiales en los niveles 
preescolar, básica y media. Adicionalmente, se prevé la adopción de medidas tendientes 
a facilitar y priorizar el acceso a la educación superior a las víctimas, especialmente a 
favor de madres cabeza de familia.   
 
Posteriormente, se consagran las medidas de reparación. Al respecto, la ley comprende 
el diseño y la  implementación de una política integral de reparaciones, la cual 
incorporará herramientas en materia de restitución de tierras, indemnización por vía 
administrativa, rehabilitación, medidas de satisfacción y garantías de no repetición. 
Se prevé el diseño e implementación de una política mixta de reparaciones, con una 
vertiente dirigida a la restitución de tierras por vía judicial, y otra dirigida al diseño e 
implementación de un mecanismo extrajudicial y masivo de reparaciones por vía 
administrativa. 
Instrumentos jurídicos en materia de justicia transicional y reparación a víctimas 29 
 
El establecimiento de un mecanismo extrajudicial de reparación a las víctimas obedece, 
por un lado, al gran número de víctimas y, por el otro, a las dificultades para que todas 
ellas puedan acceder a una reparación en sede judicial. Dichas dificultades se relacionan 
principalmente con los altos costos que representa un proceso judicial de indemnización 
de perjuicios y con la carga probatoria que las víctimas se ven abocadas a enfrentar en 
los estrados judiciales. 
 
En el mismo orden de ideas, el programa de reparación administrativa propende por la 
reparación integral y justa, pues no se agota en la concesión de una indemnización 
administrativa a las víctimas. Por el contrario, se consagran también medidas de 
restitución en materia de tierras y vivienda; así como medidas de satisfacción, dirigidas al 
restablecimiento de las víctimas en el goce efectivo de sus derechos; de rehabilitación, 
básicamente enfocadas a la atención psicosocial de las víctimas; y garantías de no 
repetición para evitar que las violaciones a los Derechos Humanos y las infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario se vuelvan a producir. 
 
3.2.5 Medidas en relación con Créditos y Pasivos 
Se clasificarán en una categoría de riesgo especial los créditos de las víctimas que, como 
consecuencia de los hechos victimizantes, hayan entrado en mora o hayan sido objeto de 
refinanciación, reestructuración o consolidación. Adicionalmente, se establecerán líneas 
de redescuento en condiciones preferenciales dirigidas a financiar los créditos para 
actividades tendientes a la recuperación de la capacidad productiva. 
 
En relación con los pasivos, se prevén sistemas de alivio y/o exoneración de la cartera 
morosa de la población víctima del despojo o abandono que tenga por fuente el no pago 
del impuesto predial u otros impuestos, tasas o contribuciones del orden municipal o 
distrital relacionadas con el predio restituido o formalizado.  
 
Asimismo, se prevé que la cartera morosa de servicios públicos domiciliarios, relacionada 
con la prestación de servicios a los predios restituidos o formalizados deberá ser objeto 
de un programa de alivio de cartera que podrá estar a cargo del Plan Nacional para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
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3.2.6 Indemnización por vía administrativa 
Para dicha indemnización, serán incluidos todos los hechos victimizantes y se 
establecerá un procedimiento especial para evitar: (i) que víctimas con derechos se 
queden por fuera del proceso de indemnización, y (ii) que personas sin derecho sean 
incluidas en el sistema injustamente. El procedimiento mediante el que se otorgará la 
indemnización administrativa no distingue a las personas dependiendo del victimario. 
 
3.2.7 Medidas de rehabilitación 
Estos mecanismos incluyen la atención médica, psicológica, así como todas las 
medidas que se requieran para la rehabilitación de la víctima. Se hace especial 
énfasis en la atención psicosocial, y se contempla la creación del Programa de 
Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas 
 
3.2.8 Medidas de satisfacción 
Éstas buscan restablecer a la víctima en el goce efectivo de sus derechos, mediante el 
reconocimiento de su dignidad. Incluyen medidas como: exceptuar a la víctima de la 
obligación de prestar el servicio militar, actos de reparación simbólica, establecimiento 
del día nacional de las víctimas y la construcción de memoria histórica. 
 
De igual forma, la Ley 1448 de 2011 dispone la creación del Centro de Memoria Histórica 
(Artículo 146), con el propósito de coordinar y realizar todas las acciones encaminadas a 
la recopilación, actualización, protección, conservación, apropiación y divulgación de la 
memoria histórica. En el artículo 148, se establecen las funciones del Centro, entre las 
cuales está la creación y administración del Programa de Derechos Humanos y Memoria 
Histórica.  
 
3.2.9 Garantías de no repetición 
Finalmente, se consagran una serie de acciones encaminadas a evitar que las 
violaciones masivas de Derechos Humanos se vuelvan a repetir. 
 
Por último, a efectos de poner de relieve los argumentos conclusivos a los que se 
pretende llegar en el presente trabajo, ha de acentuarse que la ley establece de manera 
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expresa que cualquier mecanismo de Justicia Transicional que sea adoptado por el 
Gobierno Nacional tendrá como fin último el de lograr la reconciliación nacional. 
 
3.3  Decreto 4800 de 2011, Reglamentario de la Ley de 
Víctimas 
Una vez sancionada la Ley 1448 de 2011, el Gobierno pretendió materializar las medidas 
de asistencia, atención y reparación consagradas en la Ley, mediante la adopción por 
decreto reglamentario de las herramientas normativas y operativas necesarias. 
El Decreto 4800 reglamenta cada una de las medidas de atención, asistencia y 
reparación comprendidas en la ley, teniendo en cuenta el principio de enfoque diferencial 
consagrado en la ley reglamentada.  
 
Así, por ejemplo, en cuanto a las medidas de atención y asistencia, el decreto desarrolla 
cada una de las medidas comprendidas en la ley y asigna responsabilidades concretas 
para garantizar que las medidas sean efectivamente prestadas. Dentro de las medidas 
de asistencia en salud, el Decreto desarrolla la medida de afiliación de las víctimas al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, mediante el cruce de información de las 
Base de Datos Única de Afiliados con el Registro Único de Víctimas, de forma que todas 
las víctimas, en los términos de la Ley, sean afiliadas al Sistema. Por otro lado, el 
Decreto asigna en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social la responsabilidad 
de diseñar un protocolo de atención integral en salud con enfoque psicosocial y 
diferencial.  
 
Dentro de las medidas de asistencia en educación, se consagra la obligación expresa de 
establecer procesos y procedimientos que garanticen a la primera infancia de la 
población víctima la atención integral, acceso y permanencia a espacios educativos 
significativos que potencien sus capacidades y aporten a su desarrollo. Adicionalmente, 
se consagra la participación prioritaria de las víctimas en las líneas y modalidades 
especiales de crédito educativo. Asimismo el artículo 95 consagra que el Ministerio de 
Educación Nacional promoverá que las Instituciones de educación superior establezcan 
los mecanismos e incentivos necesarios que permitan a las mujeres cabeza de familia 
acceder a la oferta en educación superior. 
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En relación con la restitución de vivienda, el Decreto establece el acceso prioritario y 
preferente al subsidio de vivienda a aquellas víctimas incluidas en el Registro cuyas 
viviendas hayan sido afectadas por despojo, abandono, pérdida o menoscabo. Se 
consagra la obligación de las entidades encargadas de la asignación del subsidio familiar 
de vivienda, de determinar acciones dirigidas a privilegiar a mujeres cabeza de familia 
víctimas de desplazamiento.   
El Decreto desarrolla los montos, destinatarios y formas de entrega y distribución de la 
indemnización administrativa.  
 
El Decreto enuncia cada uno de los componentes del Programa de Atención Psicosocial 
y Salud Integral a las Víctimas, como la medida de rehabilitación creada por la ley.  
 
En relación con las medidas de satisfacción,  el decreto desarrolla, entre otras, la medida 
de suspensión de la obligación de prestar el servicio militar y define los 4 componentes 
del Programa de Derechos Humanos y Memoria Histórica, así: (i) investigación para la 
reconstrucción de la memoria histórica; (ii) actividades de pedagogía; (iii) registro 
especial de archivos de memoria histórica, y (iv) creación de un protocolo de política 
archivística en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.  
 
El  Comité Ejecutivo, máxima instancia para dictar la política pública en esta materia (y 
que es encabezado directamente por el Presidente de la República) es el encargado de 
coordinar la realización de actos conmemorativos en los que se acepte, reconozca y 
repudie las conductas que involucren graves violaciones de los Derechos Humanos o 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario, y pedir perdón público a las víctimas. 
 
Por su parte, dentro de las medidas de prevención, protección y garantías de no 
repetición, el decreto consagra, entre otras: la elaboración de un mapa de riesgo como 
una herramienta de identificación de organizaciones y comunidades en riesgo, incluidas 
las organizaciones de mujeres; la creación de la Red de Observatorios de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario; el fortalecimiento del Sistema de Alertas 
Tempranas –SAT-; la elaboración de Planes Integrales de Prevención a nivel 
departamental, regional o local; la elaboración y puesta en marcha por parte de los 
Comités Territoriales de Justicia Transicional de Planes de Contingencia para atender 
emergencias; la capacitación de funcionarios públicos y miembros de la fuerza pública en 
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temas relacionados con los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, la 
reconciliación y reparación integral, los derechos de las mujeres, la implementación del 
enfoque diferencial, las rutas de atención en violencia de género y violencia sexual, y la 
necesidad de articulación y difusión de los programas de protección a víctimas.  
Finalmente, el decreto en mención crea el Programa de Reparación Colectiva, y se 
desarrollan cada una de las fases para la identificación de sujetos de reparación 
colectiva, la construcción,   implementación, seguimiento, evaluación y monitoreo de 
Planes Integrales de Reparación Colectiva. Esto, en la medida en que no sólo las 
víctimas individualmente consideradas serán reparadas, sino también aquellos sujetos 
colectivos que hubieran sufrido una violación sistemática de sus derechos colectivos o de 
los derechos individuales de sus miembros por ser parte del colectivo. 
 
3.4  Otras herramientas normativas 
Si bien se ha expuesto la normativa de justicia transicional más elaborada –podría 
decirse- producto del diálogo democrático y permanente entre las diferentes fuerzas 
políticas, la sociedad civil y la comunidad internacional, en las últimas décadas han 
venido consolidándose diferentes instrumentos, instituidos para superar las 
consecuencias de un pasado de masivas violaciones a los Derechos Humanos, pese a 
que hace muy poco tiempo tales instrumentos han venido catalogándose como 
mecanismos de “Justicia Transicional”. 
 
Podría decirse que el punto de partida de tales instrumentos, materializados en el 
ordenamiento jurídico, son las leyes 387 (Ley de Desplazados) y 418 de 1997 (Ley de 
Orden Público), que contemplan medidas de carácter administrativo de atención y 
asistencia a las víctimas del desplazamiento forzado y de actos terroristas, 
respectivamente. Posteriormente, de manera complementaria, la Ley 975 de 2005 (Ley 
de Justicia y Paz), ya expuesta, establece medidas judiciales de búsqueda de la verdad y 
la reparación, prevalecientes sobre la concepción tradicional de justicia retributiva. 
Recientemente, la Ley 1424 de 2010 (Ley de contribución a la Verdad y la Memoria 
Histórica), fue expedida con la finalidad de hallar la verdad histórica y de promover la 
reparación y la reconciliación nacional fuera de los estrados judiciales, sin perjuicio de la 
investigación y sanción que corresponda a los victimarios por la comisión de graves 
violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario.  
34 El derecho a la reparación de las víctimas del conflicto armado interno:  
Reparación excepcional en el marco de la Justicia Transicional 
 
 
Aunque existen otros instrumentos jurídicos que atienden situaciones particulares en el 
marco de la justicia transicional, podría decirse que son éstos los más relevantes y 
representativos, los que han marcados hitos históricos en el curso del camino 
emprendido por el Estado y la sociedad para enfrentar y procurar solucionar las 
consecuencias de décadas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH. 
 
En efecto, como se pretendió, el nuevo marco legal para las víctimas del conflicto armado 
guarda coherencia con los esfuerzos realizados a partir de las Leyes 387 y 418 de 1997, 
975 de 2005, el Decreto 1290 de 2008, la Ley 1408 de 2010, sobre búsqueda e 
identificación de personas desaparecidas, las políticas en materia de retornos y 
reubicación para la población desplazada, entre otros. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
4. La aceptación de las medidas excepcionales 
en la concepción internacional de la 
reparación a las víctimas en el marco de la 
justicia transicional 
La justicia transicional, como mecanismo de respuesta a violaciones masivas o 
sistemáticas de derechos humanos, persigue la construcción democrática y duradera de 
la paz, el respeto a los derechos humanos y el fortalecimiento de las instituciones 
democráticas, estableciendo la necesidad de satisfacer y garantizar los derechos de 
verdad, justicia, reparación y no repetición de las víctimas, reconocidos por el derecho 
internacional e incorporados en el ordenamiento jurídico interno.  
 
En la búsqueda por satisfacer estos derechos, lograr el fortalecimiento del Estado y 
construir una sociedad democrática y respetuosa de los derechos humanos, en especial 
en materia de reparación, los países que atraviesan por procesos de transición se 
enfrentan a dos problemas fundamentales: violaciones masivas y sistemáticas a 
derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, y un contexto caracterizado 
por “una capacidad institucional débil, unas relaciones sociales rotas, niveles de 
confianza muy bajos y escasez de recursos financieros”38. Problemáticas que, en el caso 
colombiano, toman un matiz especial, pues, a diferencia de lo que ha sucedido en otras 
latitudes donde se han aplicado mecanismos de justicia transicional, no ha cesado la 
situación de conflicto. 
 
El hecho de que los países se enfrenten a violaciones masivas y sistemáticas de 
derechos humanos tiene como consecuencia que el universo de víctimas a reparar sea 
                                               
 
38
 ACNUDH, “Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un 
conflicto. Programas de reparaciones”, Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2008, p.17. 
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amplio y que recoja “formas diversas y múltiples de abuso”39, a lo cual debe sumársele 
que “las violaciones que las reparaciones pretenden reparar son con frecuencia de tal 
índole que, en sentido estricto, son irreparables”40y no podrán devolver a la víctima al 
status quo ante41. Esta realidad ha llevado a establecer la necesidad de implementar 
reparaciones justas, apropiadas y eficientes42, a través de programas administrativos 
masivos que pretendan el cumplimiento de los estándares internacionales y se ajusten a 
las necesidades de la realidad nacional43, los cuales, a diferencia de la reparación por vía 
judicial, “no están dirigidos a restituir o compensar a las víctimas por cada uno de los 
daños sufridos, ni en directa proporción al daño”44. 
 
De lo anterior se deriva un concepto de reparación que establece que los esfuerzos 
masivos pretenden otorgar beneficios directos a las víctimas con carácter de reparación 
material y simbólica, en sus dimensiones individual y colectiva, buscando satisfacer no 
sólo reclamos individuales45.  Las medidas de restitución, compensación o 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, características 
                                               
 
39
 Ibídem. 
40
 Ibídem. 
41
 Ibídem. 
42
 DE GREIFF, Pablo menciona instrumentos de derechos humanos que recogen está idea de 
reparación justa, apropiada y eficiente: el Artículo 8 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos habla de “compensaciones efectivas”,  el Artículo 10 de la Convención Americana de 
“compensación adecuada”, el Artículo 63 de “compensación justa”, el Artículo 68 de “daños 
compensatorios”, el Artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  de “un 
derecho exigible a la compensación”, el Artículo de la Convención contra la Tortura habla de una 
“compensación justa y adecuada, incluyendo los medios para una rehabilitación tan completa 
como sea posible” y el Artículo 50 de la Convención Europea sobre “justa satisfacción para la 
víctima”. DE GREIFF, Pablo. “Justicia y Reparaciones”,  en: DÍAZ, Catalina (editora), 
“Reparaciones para las Víctimas de la Violencia Política”, ICTJ, 2008. pp. 309 – 310. 
El literal b del parágrafo 11 de Los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario” habla reparación adecuada, efectiva y 
rápida. ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, Resolución 60/147 de 16 de 
diciembre de 2005. 
43
 El Secretario General de Las Naciones Unidas, como lo menciona el ACNUDH en las 
recomendaciones para implementar programas de reparación, estableció en su Informe sobre el 
estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos 
(S/2004/616) que las medidas que se tomen en el marco de la justicia transicional deben tener un 
carácter holístico. ACNUDH. 
44
 DÍAZ, Catalina. “Elementos para un programa administrativo de reparaciones colectivas en 
Colombia”, en: UPRIMY, Rodrigo y Catalina Díaz, “Tareas Pendientes: propuesta para la 
formulación de políticas públicas de reparación en Colombia”, ICTJ, Bogotá, 2010, p. 282. 
45
 De GREIFF, Op. cit. 42, pp. 303 – 308. 
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del concepto de reparación acogido por el derecho internacional y aplicado por las cortes 
de derechos humanos, pueden ser materiales o simbólicas según el caso y tener una 
dimensión individual o colectiva46. 
 
Los programas masivos de reparación suponen, de acuerdo con el concepto arriba 
esbozado, que las medidas en ellos contenidas buscan abarcar ese universo amplio y 
complejo de víctimas al cual se enfrentan no sólo buscando la satisfacción de los 
reclamos individuales, sino también reconociendo a las víctimas y fortaleciendo la 
confianza de los ciudadanos y la solidaridad social47.  En este sentido las reparaciones 
apoyan otros fines y medidas de la justicia transicional y tienen en cuenta el contexto en 
el cual se encuentran los Estados, recogiendo una necesidad pública o colectiva de 
reconstruir o fortalecer el Estado de Derecho,  y ampliando la noción de justicia48. 
 
En cuanto al reconocimiento, las reparaciones permiten restituir la calidad de ciudadano 
a las víctimas porque utilizan mecanismos participativos para el diseño e implementación 
de los programas de reparación, dándole a quienes han visto violada su integridad como 
individuo valioso en sí mismo y como miembro de la sociedad la capacidad de ser 
agentes de decisiones que los afectan49.  En lo que a la confianza cívica se refiere, el 
hecho de que el Estado adelante acciones de reparación con su participación que 
cumplan con los estándares internacionales, supone “una manifestación de la seriedad 
del Estado y de sus conciudadanos en sus esfuerzos por restablecer relaciones de 
igualdad y respeto”50.  Finalmente, la solidaridad social se fortalece a través de las 
reparaciones porque pueden despertar la empatía de las personas más favorecidas con 
las víctimas y, a su vez, hacer que éstas se interesen por problemas comunes a toda la 
sociedad en la medida en que con las reparaciones se reconoce “su dignidad y sus 
interés son ampliamente reconocidos”51. 
 
                                               
 
46
Ibídem. 
47
Ibídem. 
48
Ibídem. 
49
Ibídem. Las recomendaciones internacionales y las experiencias comparadas establecen la 
necesidad de utilizar mecanismo de participación para la construcción de las medidas de 
reparación. 
50
 Ibídem. 
51
Ibídem. 
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Por otra parte, la implementación de programas masivos de reparación en lugar de la 
resolución judicial caso por caso, en tratándose de violaciones masivas y sistemáticas a 
derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, garantiza a las víctimas un 
acceso equitativo a las medidas contempladas en el programa, sin la necesidad de 
someterse a juicios largos que pueden no conducir a la reparación y sin el riesgo de 
generar situaciones de desigualdad en las reparaciones reconocidas que puedan tener 
un efecto divisorio entre las víctimas, pues “aun cuando en general la equidad no exige 
tratamiento igual, en casos de abuso sistemático en el cual la gente siente que es víctima 
del mismo sistema y en el que está siendo reparada a través de los mismos 
procedimientos y más o menos simultáneamente –lo cual hace particularmente probable 
que compare los resultados– esto se convierte en un grave problema”52. 
 
De conformidad con lo anterior, los programas masivos de reparación cumplen 
importantes funciones en materia de justicia transicional y constituyen el mecanismo 
idóneo para reparar a infinidad de personas que han sufrido distintos tipos de daño como 
consecuencia de la violación masiva y sistemática de derechos humanos. La 
implementación de estos programas invoca la necesidad de respuesta a la realidad 
social, jurídica, política y económica del Estado que debe implementarlos. 
 
La concepción de reparación administrativa en procesos de justicia transicional, 
presentada en los párrafos precedentes, está recogida por el legislador en la Ley 1448 de 
2011 cuando consagra el derecho a la reparación integral en su artículo 25 estableciendo 
que “la reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica”. 
 
Ahora bien, el escenario de la justicia transicional como política de Estado, dentro del 
cual se enmarca la necesidad nacional de una reparación administrativa pronta y 
efectiva, ha venido decantándose en los últimos años en el contexto colombiano, al punto 
que entre los propósitos del Estado y el pueblo colombiano establecidos en el Plan 
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Ibídem.  
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Nacional de Desarrollo 2010-201453, uno de los pilares fundamentales del camino a la 
Prosperidad Democrática es la “estrategia para consolidar la paz en todo el territorio, con 
el fortalecimiento de la seguridad, la plena vigencia de los Derechos Humanos y el 
funcionamiento eficaz de la justicia”54. El Estado y la sociedad han entendido y atendido 
el llamado vehemente de las víctimas del conflicto armado interno por el respeto y la 
garantía de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación. 
 
Las violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario constituyen especial preocupación que instan al Estado a avanzar con 
decisión en el diseño e implementación de políticas integrales en materia de derechos 
humanos y de Justicia Transicional. Así mismo, en el marco de sus obligaciones de 
respeto y garantía de los derechos humanos, el gobierno afirma (el tiempo dirá si 
retóricamente o con verdadero compromiso por la reconciliación nacional y la paz) que la 
dignidad humana es el centro de las acciones y políticas del Estado,  por lo que afirma 
reconocer a los seres humanos como sujetos de derechos y agentes del desarrollo. 
 
Particularmente, frente a la pretensión de consolidar una política integral de Justicia 
Transicional, las condiciones parecen estar dadas. La promoción y restablecimiento de 
los derechos humanos implica la reparación integral de los derechos vulnerados con 
ocasión de las graves violaciones cometidas en contra de la sociedad civil, la generación 
de condiciones propicias para promover y consolidar iniciativas de paz y la búsqueda de 
la reconciliación nacional. 
 
El reconocimiento de las graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al  
Derecho Internacional Humanitario y el emprendimiento nacional para asumir las 
consecuencias y dignificar a las víctimas, implica, entre otras cosas, el diseño y la 
implementación de una serie de mecanismos dentro del marco de los principios y valores 
que construyan y orienten el accionar estatal, con el fin de resolver los problemas 
derivados de un periodo prolongado de violencia, a fin de lograr la justicia y la reparación, 
y por esa vía la reconciliación nacional verdadera. 
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La Ley 1450 de 2011, “por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014” fue 
expedida el 16 de junio de 2011. 
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Ibídem, artículo 3°, numeral 3°. 
  
 
5. El alcance de la reparación restauradora en 
Colombia  
Existe hoy un consenso internacional en torno al derecho de las víctimas de infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario y de violaciones graves y manifiestas a los 
derechos humanos cometidas en el marco del conflicto, a obtener una reparación por el 
daño sufrido. La definición del contenido de este derecho ha sido el resultado de 
importantes sentencias proferidas por Tribunales Internacionales de Derechos Humanos, 
y por instrumentos que, aunque pertenecientes a lo que se conoce como soft law55, han 
adquirido una creciente importancia en tanto reflejan el resultado de años de estudio y de 
evolución frente al tema56. 
5.1 Reparaciones en el marco de la justicia transicional 
Cualquier política pública en materia de reparaciones es un mecanismo de justicia 
transicional con el que cuenta el Estado para hacer frente a un contexto de graves 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario y de flagrantes y masivas violaciones a 
los Derechos Humanos ocurridas en el marco del conflicto armado interno que 
actualmente vive el país.  
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 Se entiende por Soft Law comúnmente la serie de actos, no homogéneos en cuanto a origen y 
naturaleza, que a pesar de estar privados de efectos jurídicos vinculantes, resultan, a través de 
distintas vías, jurídicamente relevantes. Se les considera como normas ligeras, dúctiles o blandas, 
en el sentido de falta de eficacia obligatoria per se, carencia que no impide, sin embargo, que 
gocen de cierta eficacia jurídica gracias a la influencia que ejercen, derivada de su capacidad de 
persuasión sobre los Estados, las instituciones comunitarias y los individuos. Cfr. 
http://www2.uca.es/grup-invest/sej-352/expert-UNIDAD_9_DE_MAYO_2005.pdf. Consultado el 
24/04/2013. 
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 ASAMBLEA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Resolución 60/147. 
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Aprobada el 16 de diciembre de 2005. 
(A/RES/60/147). 21 de marzo de 2006.   
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La concepción de esa política en Colombia parte de dos premisas fundamentales: (i) el 
ideal de la reparación integral debe analizarse teniendo en cuenta que, por su naturaleza, 
las violaciones cometidas en el marco del conflicto colombiano son en estricto sentido 
irreparables; (ii) las reparaciones en el marco de un programa masivo deben 
diferenciarse de las reparaciones otorgadas como resultado de un proceso judicial 
teniendo en cuenta el contexto en que se ha de aplicar dicho programa y teniendo en 
cuenta el copioso número de víctimas que se pretende reparar, así como el carácter 
sistemático o masivo de las violaciones, con independencia del actor armado que las 
haya perpetrado. 
5.2 Restitutio in integrum en el marco de la justicia 
transicional 
Partiendo de la base que las violaciones cometidas en el marco del conflicto armado 
colombiano son, por su naturaleza, irreparables, la integralidad de las reparaciones que 
se pretenden otorgarse en el marco del programa masivo creado mediante la Ley 1448 
de 2011 debe abordarse atendiendo a lo que la misma ley menciona como “coherencia 
interna” del programa, más que a su capacidad para contribuir a la restitución desde la 
concepción clásica de este principio, es decir, a “devolver a la víctima a la situación 
anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o 
la violación grave del Derecho Internacional Humanitario”57. 
 
En efecto, en el marco del conflicto armado interno colombiano se han cometido graves 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario y manifiestas o flagrantes violaciones a 
los Derechos Humanos que, en tanto comportan graves daños contra los derechos a la 
vida, la integridad y la libertad personal, son imposibles de restituir, o de volver al status 
quo ante.  
 
Por consiguiente, el ideal de la reparación integral debe analizarse teniendo en cuenta la 
complejidad del programa en razón del tipo de medidas que comprende58, pues no debe 
                                               
 
57
 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. Op. cit. 56, párr. 19-23.   
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 OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS 
HUMANOS. “Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. 
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agotarse en el otorgamiento de una compensación por las violaciones sufridas, y por el 
contrario comprender otro tipo de medidas de restitución en materia de tierras y vivienda; 
así como medidas de satisfacción, dirigidas a honrar la memoria de las víctimas y 
reconstruir la verdad y la memoria histórica; de rehabilitación, tanto física como mental y 
social; y garantías de no repetición para evitar que las violaciones a los Derechos 
Humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario se vuelvan a producir.  
 
Al respecto, Pablo De Greiff señala que el ideal de la restitutio in integrum, entendida 
como volver las cosas al estado anterior, no es realizable en ciertas circunstancias, bien 
sea a raíz de “limitaciones insuperables, tales como la imposibilidad de regresar a alguien 
a la vida, o debido a limitaciones que, aun cuando no son absolutas, sí son graves tales 
como una real escasez de recursos del tipo que no hace factible satisfacer, 
simultáneamente, los reclamos de todas las víctimas y los de otros sectores de las 
sociedad que, en justicia, exigen también la atención del Estado”59.  
 
Así las cosas, la integralidad de la reparación incorporada en la Ley 1448 de 2011 está 
dada, no porque atienda a los componentes tradicionales de la reparación judicial, como 
son el daño emergente y el lucro cesante; sino en la medida que, además del 
componente material, aborda otros aspectos directamente dirigidos al plano inmaterial y 
a la recuperación del proyecto de vida y el restablecimiento de la víctima en el goce 
efectivo de sus derechos y, sobre todo, a la recuperación de su estatus como ciudadano. 
5.3 Las reparaciones en el marco de un programa masivo como 
mecanismo de justicia transicional, deben ser justas y adecuadas 
Se invoca el principio 18 de la Resolución 60/147 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, que consagra el estándar internacional aplicable en materia de 
reparaciones en un contexto de transición: 
18. Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en 
cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de 
                                                                                                                                              
 
Programas de reparaciones”, Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2008. (HR/PUB/08/1. P. 
22): “(…) un programa de reparaciones es más complejo si distribuye beneficios de tipos más 
diversos y de formas más diversas que otros programas alternativos”..   
59
 DE GREIFF, Pablo. “Justicia y Reparaciones”. En: DÍAZ, Catalina (Edit.), “Reparaciones para 
las Víctimas de la Violencia Política”, ICTJ, 2008. P. 312.   
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violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario, 
de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las 
circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se 
indica en los principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición60. 
 
Tal y como lo ha defendido Pablo de Greiff en innumerables oportunidades, “la 
justicia en las reparaciones, cuando la idea es resarcir un gran número de casos, 
por oposición a casos individuales, aislados”61, debe ser analizada desde una 
óptica distinta a aquella idea de justicia en las reparaciones como resultado de un 
proceso judicial, que se basa principalmente en el criterio de reparación en 
proporción al daño causado.  
 
Al respecto, sea lo primero manifestar que, en periodos de transición, como es el 
contexto actual de Colombia, “las reparaciones buscan, en última instancia, como lo 
hacen la mayor parte de las medidas transicionales, contribuir (modestamente) a la 
reconstitución o constitución de una nueva comunidad política”62. Así, reiterando lo que 
se dijo en un principio, los programas masivos de reparaciones constituyen, en efecto, 
uno de aquellos mecanismos de justicia transicional con los que cuentan los Estados 
enfrentados a una transición, bien sea de una dictadura a una democracia, o de un 
conflicto a la paz. 
 
Bajo esta óptica, De Greiff propone pensar la justicia en las reparaciones “en el contexto 
de casos masivos en términos del logro de tres objetivos, a saber, reconocimiento, 
confianza cívica y solidaridad social”63. 
 
                                               
 
60
 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, Resolución No. 60/147, “Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, 16 de diciembre de 2005, Principio 18.   
61
 DE GREIFF, Op. cit. 42, p. 302.   
62
 Ibídem. p. 307.   
63
 Ibídem. p. 302.   
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En este sentido, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos ha manifestado que: 
 
Los programas de reparaciones tienen por objeto reparar (parcialmente) 
las violaciones manifiestas y sistemáticas de derechos humanos, y no las 
esporádicas o excepcionales. Esto tiene consecuencias de largo alcance. 
Implica que el universo de posibles beneficiarios es grande y que, 
probablemente, habrán sufrido formas diversas y múltiples de abuso. 
Significa también que el programa de reparaciones no puede hacer la 
misma contribución a Estado de derecho que si estuviera ocupándose de 
violaciones excepcionales de normas, por lo demás, generalmente 
observadas. Una parte de las necesidades que deben repararse en los 
casos que aquí interesan no es sólo un gran número de violaciones 
individuales, sino de violaciones que se han producido de forma 
sistemática, sea como consecuencia de la adopción deliberada de 
políticas abusivas, sea como consecuencia previsible de otras elecciones. 
En esos contextos, las reparaciones no sólo deben hacer justicia a las 
víctimas sino contribuir también a restablecer sistemas de normas 
esenciales, entre ellas las de justicia, que inevitablemente se ven 
debilitadas en épocas de conflicto o de autoritarismo64. 
 
En consecuencia, el concepto de justicia en el marco de un programa masivo de 
reparaciones, incorpora cierto margen de apreciación que, en los términos del Alto 
Comisionado, “autoriza las desviaciones del „principio de borrar todas las consecuencias 
[que sin embargo] sigue siendo el principal principio‟” y, en cambio, sugiere que una 
reparación justa “expresa la necesidad de tomar en consideración, por una parte, el 
contexto de transición general en el que la reparación se produce (incluido el elevado 
número de víctimas gravemente lesionadas) y, por otro la escasez de recursos 
disponibles para su asignación a reparaciones”.  
 
Por su parte, se ha manifestado que una reparación en un contexto de transición es 
adecuada si ésta es apropiada “teniendo en cuenta el daño, las víctimas, las violaciones 
y la sociedad en general. Los escasos recursos de los países en transición deben 
utilizarse de manera óptima, tanto desde el punto de vista cualitativo como cuantitativo 
(es decir, de la efectividad)”65. 
                                               
 
64
 OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS 
HUMANOS. Op. Cit. 58, p. 22.  
65
 Ibídem, p. 30. 
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Así las cosas, la reparación otorgada deberá no sólo ser justa, sino también adecuada, 
en atención a la particular situación de cada víctima, teniendo en cuenta sus especiales 
necesidades, y deberá proporcionarse de manera efectiva, mediante una correcta 
asignación de los recursos del presupuesto nacional.  
 
Por consiguiente, el ideal de la restitución integral se ve sustituido por la búsqueda de 
una reparación justa y adecuada para las víctimas, lo cual depende de la coherencia de 
un programa de reparaciones con otros esfuerzos estatales para hacerle frente a las 
consecuencias del conflicto armado interno (como mecanismos de investigación y 
sanción penal, mecanismos de reintegración de ex combatientes, de consecución de la 
verdad extrajudicial, entre otros). 
 
En ese orden, es evidente que en el marco de un proceso de transición hacia la paz, 
como el que vive Colombia, el derecho a la reparación adquiere una connotación 
particular. En efecto, los países que atraviesan por procesos de transición se enfrentan a 
dos problemas fundamentales: (i) violaciones masivas y sistemáticas a los Derechos 
Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, y (ii) un contexto 
caracterizado por “una capacidad institucional débil, unas relaciones sociales rotas, 
niveles de confianza muy bajos y escasez de recursos financieros”66. 
  
Problemáticas que, en el caso colombiano, toman un matiz especial pues, a diferencia de 
lo que ha sucedido en otras latitudes donde se han aplicado mecanismos de justicia 
transicional, no ha cesado la situación de conflicto armado.  
 
El hecho de que los países se enfrenten a violaciones masivas y sistemáticas de 
derechos humanos tiene como consecuencia que el universo de víctimas a reparar sea 
amplio y que recoja “formas diversas y múltiples de abuso”67, a lo cual debe sumársele, 
tal y como se mencionó anteriormente, que “las violaciones que las reparaciones 
                                               
 
66
 Ibídem. 
67
 Ibídem. 
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pretenden reparar son con frecuencia de tal índole que, en sentido estricto, son 
irreparables”68 y no podrán devolver a la víctima al status quo ante. 
 
Esta realidad ha llevado a establecer la necesidad de implementar reparaciones justas, 
apropiadas y eficientes69, a través de programas administrativos masivos que cumplan 
con los estándares internacionales y se ajusten a la realidad nacional. Estos, a diferencia 
de la reparación por vía judicial, “no están dirigidos a restituir o compensar a las víctimas 
por cada uno de los daños sufridos, ni en directa proporción al daño”70. 
 
No quiere decir lo anterior que los esfuerzos de reparación del Estado en un periodo de 
transición deben enfocarse exclusivamente en lo administrativo, dejando de lado las 
reparaciones en el marco de un proceso judicial. Por el contrario, debe haber un 
adecuado equilibrio, y, sobretodo, deben definirse líneas de articulación entre las 
diferentes vías por medio de las cuales las víctimas buscan satisfacer su derecho a la 
reparación. De lo que se trata es, entonces, de hallar una adecuada complementariedad 
entre las diferentes medidas que, en el marco de la justicia transicional, pretenden 
satisfacer los derechos de las víctimas. 
 
 
 
                                               
 
68
 Ibídem. 
69
 Pablo de Greiff menciona instrumentos de Derechos Humanos que recogen esta idea de 
reparación justa, apropiada y eficiente: el Artículo 8 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos habla de “compensaciones efectivas”, el Artículo 10 de la Convención Americana se 
refiere a “compensación  adecuada”, el Artículo 63 a “compensación justa”, el Artículo 68 hab la de 
“daños compensatorios”, el Artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
“un derecho exigible a la compensación”, el Artículo de la Convención contra la Tortura habla de 
una “compensación justa y adecuada, incluyendo los medios para una rehabilitación tan completa 
como sea posible” y el Artículo 50 de la Convención Europea sobre “justa satisfacción para la 
víctima”. DE GREIFF, Op. Cit. 42, pp. 309 – 310. El literal b del parágrafo 11 de Los Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario habla sobre reparación adecuada, efectiva y rápida.   
70
 DÍAZ, Catalina. “Elementos para un programa administrativo de reparaciones colectivas en 
Colombia”. En: UPRIMNY, Rodrigo y DIAZ, Catalina. “Tareas Pendientes: propuesta para la 
formulación de políticas públicas de reparación en Colombia”. ICTJ, Bogotá D.C., 2010, p. 282.   
 
  
 
6. Aportes a una política pública de 
reparaciones masivas en contexto de 
limitaciones presupuestales 
Las problemáticas que enfrenta la política de reparaciones en Colombia, en un marco de 
Justicia Transicional se concretan en la ausencia de una estrategia de implementación 
priorizada y coordinada de las medidas de reparación para responder a violaciones que 
han generado daños irreparables a casi 4 millones de víctimas; la falta de herramientas 
que pongan a disposición de las víctimas los mecanismos no judiciales de búsqueda de 
verdad, que permitan hablar de una verdad reparadora; la falta de canales de 
comunicación entre la política de reparaciones y las políticas sociales del Estado para 
que las víctimas puedan restablecer su proyecto de vida desarrollando al máximo sus 
distintas capacidades, y la inexistencia de criterios de priorización para el acceso a las 
medidas de reparación del programa masivo. 
 
Para solucionar dichos problemas, garantizar el derecho a la reparación de las víctimas 
y, por esta vía, fortalecer el Estado de Derecho y garantizar una paz estable y duradera, 
como fines fundamentales de la Justicia Transicional, sin desbordar la sostenibilidad y 
sustentabilidad fiscal del Estado, a manera de conclusión se proponen las 
siguientes acciones. 
 
6.1 Reparar integralmente a las víctimas implementando 
de manera complementaria y coordinada las distintas 
medidas de reparación 
Un objetivo fundamental de todo programa de reparaciones, que se enfrenta a daños 
irreparables y a un universo masivo de víctimas, es la integralidad o coherencia entre los 
diferentes componentes que lo componen. Esa integralidad entre los diferentes 
componentes materiales y simbólicos de la reparación, sean éstos individuales o 
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colectivos, es lo que se conoce como el principio de coherencia interna, consagrado en el 
artículo 12 de la Ley 1448 de 2011. 
 
De la aplicación de este principio debe resultar una implementación armónica y 
complementaria de las medidas de indemnización, rehabilitación, restitución, satisfacción 
y garantías de no repetición, que permite hablar de una reparación integral, razón por la 
cual es necesario determinar cuál es la finalidad de cada una de éstas, qué acciones 
permiten generar canales de interacción entre las mismas, quiénes son los responsables 
de lograr esa coherencia y cómo debe priorizarse su entrega.  
 
6.1.1 Indemnización  
Este componente de la reparación supone la entrega de un monto de dinero cuya 
determinación responde a la situación de vulnerabilidad de la víctima, a la naturaleza e 
impacto del hecho victimizante y al daño causado, atendiendo diferencialmente la 
situación de la víctima y que, para el caso de la población desplazada, se entrega por 
núcleo familiar, en dinero y a través de subsidios de tierras o vivienda de interés social, 
permuta de predios, adquisición y adjudicación de tierras o adjudicación y titulación de 
baldíos.  
 
6.1.2 Rehabilitación 
La rehabilitación busca implementar medidas de carácter físico, psicológico, comunitario 
o ciudadano, tendientes a restablecer las condiciones físicas y psicosociales de las 
víctimas. Se trata de un componente de gran importancia en un programa de 
reparaciones por vía administrativa a implementarse en medio de un conflicto, pues toca 
de manera directa con el empoderamiento de las víctimas como sujetos activos en una 
democracia, permitiendo la reconstrucción del tejido social.  
 
6.1.3 Restitución 
La restitución, como medida tendiente al restablecimiento de la situación anterior a las 
violaciones, en el marco del programa de reparación masiva, puede ser: (i) de vivienda, 
en casos de abandono, despojo, pérdida o menoscabo, a través de la entrega de 
subsidios para la adquisición, mejoramiento o construcción en sitio propio, con miras a 
garantizar el derecho a la vivienda; o (ii) de tierras, en casos de abandono forzado o 
despojo, a través de la entrega jurídica y material del bien inmueble o de la adquisición 
de terrenos similares, cuando lo anterior no sea posible, teniendo en cuenta que sólo hay 
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lugar a una compensación en dinero del predio abandonado forzosamente o despojado, 
cuando las anteriores formas de restitución sean imposibles. En este caso, a diferencia 
de las demás formas de reparación, se está frente a proceso judicial que permita 
proteger los derechos de terceros de buena fe. 
 
6.1.4 Satisfacción 
La satisfacción es un componente que recoge medidas de carácter simbólico, dirigidas a 
restablecer la dignidad de las víctimas, difundir la verdad sobre los hechos y construir 
memoria histórica. En este sentido, tienen un carácter simbólico, complemento 
fundamental de las medidas materiales para lograr una reparación integral.  
 
6.1.5 Garantías de no repetición 
Finalmente, las garantías de no repetición están dirigidas, como su nombre lo indica, a 
evitar que las violaciones graves y manifiestas a los Derechos Humanos e infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario vuelvan a presentarse.  
 
Como se ha puesto de presente a lo largo de este acápite, este tipo de medidas, 
entendidas como reparación, aunque su mayor expresión se encuentra en materia de 
prevención y protección, confluyen principalmente con los componentes de satisfacción y 
rehabilitación, en su dimensión comunitaria o ciudadana, y de manera muy concreta con 
la restitución de tierras en tratándose del desmantelamiento de grupos armados al 
margen de la ley. 
 
6.2 Establecer herramientas que permitan poner a 
disposición de las víctimas los instrumentos no 
judiciales con el fin de que éstas puedan acceder a la 
información necesaria para conocer la verdad sobre lo 
que les sucedió 
La verdad, como derecho de las víctimas, debe tener una vocación reparadora, para lo 
cual el Estado debe poner a disposición de las víctimas los instrumentos no judiciales, 
con el fin de que éstas puedan acceder a la información necesaria para conocer la 
verdad sobre lo que les sucedió.  
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Estas herramientas recogen la construcción de memoria histórica, el acceso a archivos y 
a la información que se consiga a través del Mecanismo no Judicial de Contribución a la 
Verdad de que trata la Ley 1424 de 2010. 
 
6.2.1 Construcción de memoria histórica 
La memoria histórica es parte fundamental de la reparación a las víctimas, en especial 
por la relación que tiene con la rehabilitación comunitaria o ciudadana y con las garantías 
de no repetición.  
A su vez, los relatos de los diferentes actores sociales sobre lo sucedido, como fuente de 
construcción de una identidad colectiva, de una memoria colectiva, son primordiales para 
tener un consenso social, en medio de diversidad cultural y pluralismo, sobre lo sucedido. 
En consecuencia, las víctimas, como parte de la sociedad en su conjunto, deben tener 
espacios dónde contar sus historias y lugares dónde ver reflejados esos recuerdos, que 
mucho más que pasado, son parte de un futuro en el cual no habrá olvido que genere la 
repetición de nuevas violaciones.  
 
6.2.2 Archivos 
Si bien la política de archivos puede verse como un instrumento de materialización de la 
memoria, tiene tal capacidad de contribuir a la satisfacción del derecho a la verdad que 
merece una revisión por separado. En materia de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario, la Justicia Transicional apuesta a la construcción de un 
sistema de archivos que articule la información que reposa en los anaqueles del Estado y 
de los particulares. 
 
6.2.3 Mecanismo no Judicial de Contribución a la Verdad 
Esta importante herramienta se constituye en una fuente no judicial de verdad. Por esta 
razón debe contar con mecanismos concretos para que las víctimas puedan acceder a la 
información recogida por el Centro de Memoria Histórica, pues en la dinámica del 
conflicto armado los desmovilizados que ejecutaban las órdenes, tienen más claridad y 
conocen con más detalle los hechos ocurridos, tal y como se mencionó en el acápite 
relativo a la Verdad.  
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6.3 Implementación coordinada de la política de 
reparaciones con las políticas sociales del Estado para 
que las víctimas puedan restablecer su proyecto de 
vida desarrollando al máximo sus distintas 
capacidades 
Actualmente existe una corriente en materia de Justicia Transicional que se ha 
encargado de analizar la relación existente entre la implementación de programas 
masivos de reparación en países en vía de desarrollo y el desarrollo visto como la 
generación de las condiciones necesarias para que las personas puedan desplegar al 
máximo sus distintas capacidades.  
 
En este sentido, la articulación entre la creación de circunstancias favorables al 
desarrollo social, económico, y cultural de las víctimas y la reparación, permite avanzar 
en la garantía de goce efectivo, no sólo de los derechos civiles y políticos, sino de los 
derechos sociales, económicos y culturales para así, en últimas, hablar de una 
reparación transformadora.  
 
Esta complementariedad permitirá atacar la pobreza como causa del conflicto: mientras 
los esfuerzos de reparación, en un marco de Justicia Transicional, se acompañen con 
programas, planes, proyectos y acciones de desarrollo y equidad social, se construyen 
cimientos lo suficientemente sólidos como para lograr una paz duradera y estable. 
Con el fin de definir las líneas de acción sobre el particular, es necesario revisar esas 
herramientas de articulación desde diferentes frentes: políticas sociales del Estado y 
reparación y participación de la sociedad civil y la empresa privada.  
 
6.3.1 Políticas sociales del Estado y reparación 
La reparación debe ir acompañada de medidas en materia de salud, educación, vivienda, 
recreación, saneamiento básico, tierras, entre otros, con el fin de articular la oferta estatal 
en materia de derechos sociales, económicos y culturales con la reparación.  
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6.3.2 Participación de la sociedad civil y la empresa privada 
 
El artículo 33 de la Ley 1448 de 2011 consagra como principio la participación de la 
sociedad civil y la empresa privada, reconociendo que los esfuerzos encaminados a la 
reparación de las víctimas involucran tanto a éstas como al Estado.  
 
6.4 Puesta en marcha de una estrategia de priorización 
para el acceso a las medidas de reparación del 
programa masivo 
La necesidad de priorizar el acceso a las medidas de reparación no debe responder 
únicamente a la realidad fiscal del país o a instrumentos de georrefenciación. También 
debe tener en cuenta la consolidación territorial, el acceso a reparaciones por vía judicial, 
así como a otras medidas del programa. 
 
Priorizar la reparación en el marco de la Ley 1448 de 2011 a las víctimas que no 
se encuentran vinculadas en incidentes de reparación bajo la Ley 975 de 2005, 
dependiendo en todo caso del estado del procedimiento. 
 
En cuanto al establecimiento de una paz duradera y estable con garantías de no 
repetición, es importante hacer énfasis en el fortalecimiento organizativo y el 
empoderamiento de las víctimas como sujetos activos de la democracia generados por la 
adecuada articulación de medidas de reparación con impacto colectivo como la 
rehabilitación comunitaria o ciudadana.   
 
En segundo lugar, la reparación genera condiciones para una paz estable y duradera en 
tanto se logre coordinar con la generación de circunstancias favorables al desarrollo 
social, económico, y cultural de las víctimas, para avanzar no sólo en la garantía de goce 
efectivo de los derechos civiles y políticos, sino de los derechos sociales, económicos y 
culturales, adquiriendo el carácter de reparación transformadora y atacando la inequidad 
como causa del conflicto.  
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La participación de los diferentes actores sociales en los procesos de reparación, como 
mecanismo de diálogo real entre las víctimas, la sociedad a la cual pertenecen y el 
Estado, que conlleva la situación que, de acuerdo con lo señalado, permite a la 
reparación favorecer ambos objetivos estratégicos de la Justicia Transicional: la 
reivindicación de las víctimas como sujetos activos de la democracia. 
  
 
7. Conclusiones  
 Se acentúa que la Corte Constitucional reconoce que si bien la entrega de la 
indemnización es importante, no es el único componente de lo que se conoce como 
reparación integral, así como tampoco es la única forma de reparar esas graves 
violaciones cometidas en un contexto particular. 
 
 En el balance que debe hacerse entre la consecución de la paz y la garantía de los 
derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, es posible la reformulación 
parcial de los componentes de la reparación para dar espacio a las formas simbólicas 
y colectivas de preparar. 
  
 Pese a la existencia del Acto Legislativo 03 de 2011, el autor del presente documento 
considera que la sostenibilidad fiscal no es un principio que se encuentre por encima 
de los derechos económicos, sociales y culturales, sino que, por el contrario, la 
realización y satisfacción progresiva de éstos depende de que el erario público no se 
consuma en cuantiosas indemnizaciones judiciales, sino, antes bien, de que las 
autoridades administrativas y jurisdiccionales sean partícipes de la realidad fiscal. 
 
 A quien se le reconozca la calidad de víctima, será titular de los derechos (i) a ser 
tratada con humanidad y respeto; (ii) a que se adopten medidas encaminadas a 
garantizar su seguridad, su bienestar físico y psicológico y su intimidad, así como los 
de sus familias; (iii) a disponer de recursos que le permitan un acceso efectivo a la 
justicia; (iv) a ser reparado de manera adecuada, efectiva y rápida por el daño 
sufrido, lo cual comprende, la restitutio in integrum, sólo de ser posible.  
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 No en todos los casos la restitución integral será posible en el complejo contexto 
colombiano, pero sí es necesaria y obligatoria la reparación integral, que involucra 
componentes diferentes a la indemnización. 
 
 La integralidad de la reparación no se supedita a la compensación económica, ni 
mucho menos al monto que se estime de la misma. No es necesario, por ende, que el 
monto de la indemnización tenga en cuenta elementos propios de la justicia ordinaria 
y no transicional, como lo son el daño emergente y el lucro cesante. Por el contrario, 
la integralidad está marcada por la adopción de componentes que apunten a la 
satisfacción de los derechos de las víctimas y a la dignificación de las mismas. 
 
 El Estado puede y debe promover medidas de reparación masiva a las víctimas del 
conflicto armado interno, dentro de un legítimo enfoque de sostenibilidad fiscal. 
 
 La reparación integral de una violación a un derecho protegido por la Convención no 
puede ser reducida al pago de compensación a los familiares de la víctima. Una 
reparación integral y adecuada, en el marco de la Convención, exige medidas de 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 
 
 La reparación integral en el marco de la Justicia Transicional pretende 
prevalentemente la reconciliación nacional. 
 
 Para alcanzar un estándar de reparación integral en cumplimiento de la normativa 
internacional existente, no es necesario ni siquiera otorgar un componente 
económico, pues esto por sí sólo no garantiza que la reparación cumpla con su 
propósito principal.  
 
 La Ley 1448 de 2011 establece medidas de atención, asistencia y reparación 
destinadas para millones de personas víctimas del conflicto armado. Esta ley sienta 
las bases para la implementación de una política pública para la atención y 
reparación integral a las víctimas, sin que dicha reparación esté sujeta al previo 
reconocimiento de responsabilidad penal contra un individuo, sino que el Estado 
mismo se adelanta en las medidas de reconstrucción del tejido social. La 
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reglamentación de la Ley 1448, por medio del Decreto 4800 de 2011, establece los 
procedimientos necesarios para que las víctimas accedan a esa política pública y, en 
cierta medida, fuerza a la sociedad y al Estado en pleno a aceptar un nuevo enfoque 
de la reparación, que trasciende hacia la finalidad de la reconciliación nacional. 
 
 La Ley 1448 es un repositorio de experiencias internacionales y de disposiciones 
aceptadas en el contexto internacional, según las cuales, ante la creación del 
programa masivo de reparación, como un esfuerzo del Estado por allanar el camino 
hacia la reconciliación y la paz, es aceptable apartarse de la lógica de la reparación 
del daño en los términos tradicionales de la justicia en contextos de ordinarios o de 
paz. 
 
 La juridicidad no puede desconocer la realidad social, sino, por el contrario, ajustarse 
a ésta y regularla para conseguir la armonía que pretende el derecho. Por tanto, el 
deber general de reparar no puede ser un inamovible jurídico que no tenga en cuenta 
la realidad según la cual la capacidad financiera del Estado sería insuficiente para 
satisfacer la reparación judicial que se debería otorgar a cada una de las víctimas de 
un conflicto armado interno de largo aliento. 
 
 En contextos de violaciones masivas y generalizadas de derechos humanos, las 
soluciones consensuadas del Estado pueden ser excepcionales y los valores 
constitucionales deben flexibilizarse y ponderarse a fin de conseguir la armonía social 
y la paz, que son las pretensiones últimas del derecho. 
 
 Ante la masividad de víctimas de un conflicto armado interno, cada país debe 
elaborar las soluciones que se ajusten a sus necesidades particulares. El derecho se 
convierte en un instrumento para la superación política del conflicto para alcanzar la 
finalidad de la paz y la convivencia social. 
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